
 

 REPÚBLICA DE COLOMBIA   

 
TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE CÚCUTA 

SALA PENAL DE DECISIÓN 

 

Acción de Tutela No. 54-001-22-04-000-2020-00528-00 

Cúcuta, dos (2) de octubre de dos mil veinte (2020) 

   

Con el presente auto SE ADMITE la solicitud de tutela 

interpuesta por DARIO LAGUADO MONSALVE contra el 

JUZGADO 8º PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE 

CONTROL DE GARANTÍAS y el JUZGADO 2° PENAL DEL 

CIRCUITO CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO de 

esta ciudad, vinculándose al contradictorio al 

COMANDANTE DE LA POLICÍA METROPOLITANA de 

Cúcuta, al CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, a 

la OFICINA DE COBRO COACTIVO DE LA DIRECCIÓN 

SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL de esta 

ciudad, a la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE 

SALUD, al MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN 

SOCIAL, a COOSALUD EPS, a la ADMINISTRADORA DE 

LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 

SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, a la 

DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E 

INTERPOL y a la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, 

quienes conforme se desprende, pueden estar 

amenazando o vulnerando los derechos fundamentales 

invocados por la parte actora. En consecuencia, SE 

ORDENA darle trámite a la acción, para lo cual se decreta 

lo siguiente:  

 

1. OFICIAR A LAS PARTES ACCIONADAS Y 

VINCULADAS para que en el término PERENTORIO E 

IMPRORROGABLE DE UN (1) DÍA, informen a la Sala 



sobre los hechos y pretensiones plasmadas en el escrito 

de tutela. Lo anterior con el objeto de garantizar el 

derecho de defensa y contradicción que le asiste.  

 

2. Para los efectos del artículo 16 del Decreto 

2591, OFÍCIESE comunicando el presente Auto a la 

parte accionante y a las partes accionadas a quienes se 

le remitirá copia de la solicitud de tutela, para el 

ejercicio de su defensa. 

 

3. ORDENAR al JUZGADO 8° PENAL MUNICIPAL 

CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS de esta 

ciudad, hacer extensivo el presente auto admisorio 

junto al escrito introductorio y anexos, a las partes e 

intervinientes que actuaron al interior del incidente de 

desacato bajo radicado No. 2019-00238, incluyendo a la 

incidentista.   

 

4. Ante la eventual imposibilidad de enterar a las 

partes o a terceros interesados, súrtase ese trámite 

mediante la publicación del presente proveído en la 

página virtual del Tribunal Superior de este Distrito 

Judicial, a fin de informar del inicio de este decurso 

constitucional a las personas que pudieran resultar 

involucradas en las resultas.  

 

5. En lo que respecta a la medida provisional 

solicitada por el actor, tendiente a que se suspenda la 

sanción por desacato impuesta al interior trámite 

incidental bajo el radicado descrito en precedencia, con 

el propósito de evitar la eventual consumación de un 

perjuicio irremediable en contra de la parte sancionada, 

la misma será atendida de manera favorable por el 

despacho judicial del suscrito magistrado.  

 

Por tal motivo, se ORDENARÁ a través del presente auto 

SUSPENDER la sanción por desacato proferida 

mediante auto del 20 de marzo de 2020, por el Juzgado 

8° Penal Municipal con Función de Control de Garantías 

de esta ciudad, hasta tanto la Sala estudie de fondo la 



presente solicitud de amparo constitucional y determine 

la vulneración de los derechos fundamentales invocados 

al interior de la misma.  

 

Por la Secretaría de la Sala, ofíciese a las partes la 

decisión contenida en este auto.  

 

C Ú M P L A S E, 

 

 

 

 

 

JUAN CARLOS CONDE SERRANO 
Magistrado Ponente 
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Bogotá D.C. 30 de septiembre de 2020 
 

    MEDIDA PROVISIONAL URGENTE 
 
 
Señores 
TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE NORTE DE SANTANDER 
(REPARTO) 
E. S. D. 
 
 
 
REFERENCIA:        ACCIÓN DE TUTELA POR VÍA DE HECHO  
ACCIONANTE:       DARIO LAGUADO MONSALVE como persona natural y en 

calidad de representante legal de SALUDVIDA EPS en 
liquidación 

ACCIONADOS:  JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE 
CONTROL DE GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE 
SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL 
CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER (acción de 
tutela 2019-00238-00) 

VINCULADOS: POLICIA NACIONAL CÓRDOBA – CONSEJO SUPERIOR DE 
LA JUDICATURA – OFICINA DE COBRO COACTIVO 
CUCUTA - SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD  

 
  
DARIO LAGUADO MONSALVE, domiciliado y residente en la Ciudad de Bogotá, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 19139571 expedida en Bogotá y tarjeta 
profesional No. 21610 del Consejo Superior De La Judicatura, actuando en nombre 
propio y en calidad de representante legal de SALUDVIDA EPS en liquidación, 
acudo muy respetuosamente ante su Honorable Tribunal, con el fin de instaurar 
ACCIÓN DE TUTELA CON SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL URGENTE 
contra los accionados: 
 

I. ANTECEDENTES 

1.1.  La señora Jailiny Quintero Mayorga identificada con cédula de ciudadanía No. 
1007977185, interpuso acción de tutela contra de SALUDVIDA EPS en liquidación 
ante el Juzgado Octavo Penal Municipal con Función de Control de Garantías de 
Cúcuta, Norte de Santander bajo el radicado 2019-00238-00, en la que se pretende 
el pago de licencia de maternidad No. 199995 con fecha de inicio 05/12/2018 y 
fecha fin 09/04/2019. 
 
1.2. Mediante providencia del 11 de julio de 2019, el Juzgado Octavo Penal 
Municipal con Función de Control de Garantías de Cúcuta, Norte de Santander 
ordenó a Saludvida EPS en liquidación el pago de la prestación así: 

 
“SEGUNDO: ORDENAR a la E.P.S. SALUDVIDA EPS, que a través de su 
Representante legal de SALUDVIDA EPS o quien haga sus veces de, que dentro 
del término de las CUARENTA Y OCHO (48) HORAS contadas a partir de la 
notificación del presente fallo, de no haberlo hecho, reconozca, liquide y cancele 
a la señora JAILINY QUINTERO MAYORGA de manera total la licencia de 
maternidad No. 199995 por un total de (126) días con fecha inicial 05-12-2018 al 

09-04-2019.” 
 



  

Página 2 de 39 
 

1.3. La accionante presento incidente de desacato contra SALUDVIDA EPS en 
liquidación, al considerar que no se ha dado cumplimiento al pago de licencia de 
maternidad No. 199995 con fecha de inicio 05/12/2018 y fecha fin 09/04/2019. 
 
1.4. Sin embargo, mediante providencia del 20 de marzo de 2020, el Juzgado 
Octavo Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Cúcuta, Norte de 
Santander impuso sanción de multa y arresto contra el suscrito, en los siguientes 
términos: 
 

“(...) SEGUNDO: Consecuencialmente dispone sancionar al Doctor 
DARIO LAGUADO MONSALVE, identificado con cédula de ciudadanía 
No. 19.139.571, en su condición de Representante Legal y liquidador de 
SALUDVIDA EPS, con arresto de cinco (5) días y multa de tres (3) 
salarios mínimos legales mensuales equivalentes a la suma de DOS 
MILLONES CUATROCIENTOS OCHENTA Y SIETE MIL 
TRESCIENTOS CUARENTA Y OCHO PESOS M.L, ($2.487.348,00) a 
nombre de la Nación, Tesoro Nacional código 5011 cuenta 0070-0020-
01-08.”   

 
1.5. Mediante escrito del 26 de marzo de 2020 como respuesta a dicha sanción, 
Saludvida EPS informó al Despacho que el 11 de octubre de 2019 mediante 
Resolución 8896 del 1 de octubre de 2019, corregida en número y fecha mediante 
resolución 9200 de 2019 del 17 de octubre de 2019 “por la cual se corrige un error 
formal” mediante la que resuelve ordenar la corrección en la resolución antes 
citada, quedando así: Resolución 009017 del 10 de octubre de 2019, la 
Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de los 
bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para liquidar a 
SALUDVIDA S.A. EPS, con Nit.830.074.184. Como consecuencia de lo anterior, se 
ordena: 
 

(…)  La  suspensión  de  pagos  de  las  obligaciones  causadas  hasta  el  
momento la toma de posesión; el liquidador deberá determinar la manera 
de  efectuarlos pagos correspondientes obligaciones relacionadas con la 
garantía  de la prestación del servicio de salud, hasta tanto no se lleve a 
cabo el traslado  de los afiliados” 

 

1.6. Mediante providencia del 27 de marzo de 2020, la sanción impuesta se elevó 
al grado consulta, la cual conoció el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Cúcuta, 
Norte de Santander, quien la CONFIRMÓ, en los siguientes términos: 

 
“PRIMERO: CONFIRMAR, la providencia consultada proferida por el 
JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONTROL 
DE GARANTÍAS DE CÚCUTA, de fecha 20 de marzo de 2020.” 

 

1.7. Mediante oficio del 04 de abril del 2020 en contestación a la sanción y 
confirmación de la sanción, se le informo al Despacho que el accionante pretende 
el reconocimiento y pago de una prestación económica con fecha de causación 
anterior al inicio del proceso de liquidación de SaludVida EPS en liquidación, razón 
por la cual, se le informó al Despacho que conforme lo establecido en la Resolución 
008896 del 1 de octubre de 20191 la Superintendencia Nacional de Salud en la 
cláusula 3 numeral 2 literal b) indico:   
 

“Se ordena la suspensión de pagos de las obligaciones causadas hasta 
el momento  la toma de posesión; el liquidador deberá determinar la 
manera de efectuarlos pagos  correspondientes obligaciones 
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relacionadas con la garantía de la prestación del servicio de  salud, hasta 
tanto no se lleve a cabo el traslado de los afiliados” 
 

Como se evidencia de los dos numerales anteriores es claro que SALUDVIDA EPS,  
se encuentra en proceso de liquidación desde el 01 de octubre de 2019 y que, 
desde  dicha data, los pasivos anteriores al 11 de octubre de 2019 incluida la 
licencia de maternidad con fecha de causación del 05/12/2018 y fecha fin 
09/04/2019,  deben ser sometidos a procesos especiales para su  calificación 
y graduación de créditos, respetando la imparcialidad frente a todos y cada 
uno de sus acreedores y sin realizar distinciones de ningún tipo. 
 
Los pagos de las prestaciones económicas reclamadas para el periodo causado 
entre el 05 de diciembre de 2018 a 09 de abril de 2019 no puede ser reconocidos 
ni pagados por SaludVida EPS EN LIQUIDACIÓN en este momento, ante la  
imposibilidad legal y material para dar cumplimiento a la solicitud del pago de la 
prestación económica,  puesto que actualmente la EPS se encuentra en proceso 
de liquidación, con lo cual, la prestación económica deberá ser presentada por la 
accionante de manera oportuna en el etapa para las acreencias dentro del proceso 
de liquidación en los términos establecidos en la ley. 
 
1.8. Mediante Oficio del 13 de abril de 2020 el Juzgado Octavo Penal Municipal con 
Función de Control de Garantías de Cúcuta, Norte de Santander negó la solicitud 
de inaplicación en los siguientes términos: 
 

“NO ACCEDER a la solicitud por la accionada, toda vez que la sanción proferida 
por este Despacho en fecha 20 de marzo del año que avanza, fue 
CONFIRMADA por el Superior, Juzgado Segundo Penal del Circuito con 
Funciones de Conocimiento, más aun cuando el trámite incidental se realizó en 
contra del Representante Legal y Liquidador de la accionada SALUDVIDA EPS, 
por ser éste el responsable de acatar y dar cumplimiento a los fallos de tutela de 
la entidad, quien deberá determinar la manera de efectuar los pagos 
correspondientes a obligaciones relacionadas con la garantía de la prestación 
del servicio de salud. MANTENER la sanción emitida, en los mismos términos 
en que fue confirmada por el Superior, toda vez que no se dan los presupuestos 
fácticos para inaplicar la misma, en la medida que ya se surtido el grado 
jurisdiccional de consulta, siendo CONFIRMADA por el Juzgado Segundo Penal 
del Circuito de Cúcuta, Norte de Santander”. 

 
1.9. Mediante Oficio del 14 y 16 de abril de 2020 en respuesta a la negación de la 
inaplicación de la sanción, se reitera la inaplicación de la sanción informando: 
 
La accionante pretende el reconocimiento y pago de una prestación económica con 
fecha de causación anterior al inicio del proceso de liquidación de SaludVida EPS 
en liquidación, razón por la cual, se le informó al Despacho que conforme lo 
establecido en la Resolución 008896 del 1 de octubre de 20191 la Superintendencia 
Nacional de  
Salud en la cláusula 3 numeral 2 literal b) indico;   
 

“Se ordena la suspensión de pagos de las obligaciones causadas hasta 
el momento la toma de posesión; el liquidador deberá determinar la 
manera de efectuarlos pagos correspondientes obligaciones 
relacionadas con la garantía de la prestación del servicio de salud, hasta 
tanto no se lleve a cabo el traslado de los afiliados” 

 
Conforme a lo anterior, todos los pagos, incluyendo como en este caso las 
prestaciones económicas que son reclamadas en el trámite incidental no pueden 
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serpagadas por SALUDVIDA EPS en LIQUIDACIÓN, en esta etapa de la 
liquidación, en cumplimiento de la orden antes citada.   
  
A la fecha, SALUDVIDA EPS en LIQUDIACION se encuentra en imposibilidad legal 
y material para dar cumplimiento a la orden dada por su Despacho, pues los pagos 
aquí reclamados se encuentran SUSPENDIDOS, y los mismos deberán 
presentarse de manera oportuna dentro del trámite recepción de acreencias, tal y 
como lo establece el decreto 2555 de 2010 en su Artículo 9.1.3.2 y s.s. 
 
Dicho esto, la accionante e interesada, deberá presentar la reclamación económica 
de manera oportuna, para lo cual deberá seguir el proceso indicado en la siguiente 
página WEB: https://www.saludvidaeps.com/index.php/proceso-
liquidatorio/acreencias,   y  https://www.saludvidaeps.com/index.php/guia-
reclamaciones. 
 
1.10. Ahora bien, en recientes providencias del 11 de febrero de 2020 proferida 
dentro de  la acción de tutela No. 2020-00023-00 y del 26 de marzo de 2020 tutela 
2019-00370- 00 emanada por el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito 
de Cúcuta, se  decantó la controversia suscitada que pretendía el reconocimiento 
y pago de una  prestación económica contra SaludVida EPS, en punto de indicar 
que:  
 
En materia de salud el artículo 154 de la Ley 100 de 1993, consagra que el Estado  
está en el deber de intervenir en el servicio público de la seguridad social en salud,  
con el fin de garantizar los principios constitucionales y los consagrados en los 
artículos 2 y 153 de la misma Ley.  En el marco del proceso liquidatario de una 
EPS, los créditos laborales en los cuales, clasifica a licencia de maternidad, 
pertenecen a la primera clase de créditos que trata el artículo 2495 del Código Civil 
y tienen un privilegio excluyente sobre todo lo demás. Las cotizaciones efectuadas 
por los afiliados son para la integralidad del sistema de salud no para una 
determinada EPS,  “es  decir, la libelista cotizaba para el referido sistema, y que en 
ese momento se encontraba afiliada a SALUDVIDA EPS, hoy en proceso de 
liquidación, ahora la solución de la licencia de maternidad estaría sujeta a la 
prelación de créditos establecida en la compilación sustantiva civil” 
 
En consecuencia, el fallador amparó los derechos de los accionantes en el curso 
de la tutela y ordenó a la EPS receptora el reconocimiento y pago de la prestación 
económica, y ordenó a SaludVida EPS EN LIQUDACIÓN que efectuado el pago 
por la EPS receptora a la accionante y realizada la calificación de crédito según el 
orden de prelación, proceda a efectuar el reembolso en favor de la EPS receptora. 
  
1.11. Mediante oficio del 12 de mayo de 2020 se reitera al Despacho que Salud 
Vida EPS en liquidación se encuentra en imposibilidad material y jurídica para 
garantizar la prestación de servicios, teniendo en cuenta la Resolución 008896 del 
10 de octubre de 2019 por la SNS  que “ordena la toma de posesión de bienes, 
haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para liquidar 
SALUDVIDA SA. EPS”,  y la Circular Externa 0000045 de 2019 del 10 de octubre 
de 2019 del MSPS, por la que se  notificó el traslado de afiliados EPS  receptoras 
debidamente habilitadas, tal como se indicó en la solicitud de inaplicación que hoy 
se invoca y que no ha sido resuelta. 
 
Por lo anterior, se reitera solicitud de respuesta al memorial de inaplicación 
radicado, atendiendo a los principios de legalidad y debido proceso que se 
reconocen normativamente así como se tenga en cuenta los antecedentes 

https://www.saludvidaeps.com/index.php/guia-reclamaciones
https://www.saludvidaeps.com/index.php/guia-reclamaciones
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jurisprudenciales que existen en casos análogos  que se allegan como prueba y 
que resolvieron: 
 

• El juez de conocimiento mantuvo sanción sin tener en cuenta los antecedentes  
jurisprudenciales sobre la materia, y por ende inaplicó sanción.  
• Salud Vida en liquidación garantizó el traslado efectivo de los afiliados a otras 
EPS RECEPTORAS, es decir se desplegaron acciones tendientes a dar 
cumplimiento a lo ordenado.  
• Salud Vida EPS se encuentra en imposibilidad Jurídica y material, debido a su 
estado de liquidación y traslado de afiliados.  
• Es la EPS receptora quien debe garantizar el cumplimiento de la prestación de 
los servicios requeridos.  
• No se configuró en el incumplimiento responsabilidad subjetiva ni objetiva por 
parte de la EPS para mantener la sanción 

 
1.12. Mediante memorial del 13 y 27 de julio de 2020, se informó al Juzgado Octavo 
Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Cúcuta, Norte de 
Santander: 
 

Por otra parte, es válido hacer referencia al ACATAMIENTO DEL 
PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL por parte de la Corte Suprema de 
Justicia, en punto de indicar que:  

  
La Corte Suprema de Justicia ha dispuesto que, con el fin de garantizar un 
mínimo de seguridad jurídica a los ciudadanos, los funcionarios judiciales se 
encuentran vinculados en sus decisiones por la norma jurisprudencial que 
para el caso concreto ha dictado el órgano unificador. Para la  mayoría de 
los asuntos, la interpretación que deben seguir los funcionarios judiciales es  
determinada por la Corte Suprema de Justicia. En los asuntos que no son 
susceptibles de  casación, quienes se encargan de dictar la pauta 
hermenéutica en materia judicial son los Tribunales Superiores de Distrito.  

  
En suma, prima facie, los funcionarios judiciales están vinculados por la obligación 
de aplicar el  precedente sentado por los órganos encargados de unificar 
jurisprudencia. No obstante, si pretenden apartarse del mismo en ejercicio de la 
autonomía judicial, pesa sobre los mismos una carga de argumentación más 
estricta, de no cumplirse con esta carga el funcionario judicial podría verse incurso 
en una vía de hecho por desconocimiento del precedente. 
 
1.13. Mediante memorial del 30 de julio de 2020 se le informo al Juzgado Octavo 
Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Cúcuta, Norte de 
Santander que:  
 

• Mediante COMUNICADO NO. 20 del 23 de marzo de 2020, SaludVida EPS 
en liquidación notificó a todas las personas naturales y jurídicas de carácter 
público o privado, que se consideren con derecho a presentar 
reclamaciones, que el proceso para la recepción y estudio de las acreencias 
se encontraba SUSPENDIDO, esto ante la imposibilidad física y legal en la 
que se encontraba la entidad, debido a la emergencia sanitaria por el COVID 
19 y restricción de movilidad  

• Sin embargo, una vez recibido el aval y habiendo dispuesto el despliegue 
administrativo para reapertura  la recepción y estudio de las acreencias, 
SaludVida EPS en liquidación expidió COMUNICADO No. 23 del 24 de julio 
de 202, en el que notificó a través de la página: 
https://www.saludvidaeps.com/index.php/proceso-
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liquidatorio/comunicados, la REAPERTURA DE TÉRMINOS PARA LA 
PRESENTACIÓN DE ACREENCIAS. 

 
En conclusión, todos los interesados en que se reconozca y cancelen presuntas 
obligaciones adeudas por concepto de prestaciones económicas deberán tener 
en cuenta 

 
✓ Que a partir de las nueve y treinta de la mañana (9:30 am) del 28 

DE JULIO DE 2020, se reanudará el proceso liquidatario de SaludVida 
EPS en liquidación y finalizará como plazo máximo de radicación el 28 
DE AGOSTO DE 2020 a las cuatro de la tarde (4:00Pm)  
✓ Que el medido idóneo para la presentación de acreencias podrá ser 

el digital a través de la WEB de SaludVida con el link 
https://www.saludvidaeps.com/index.php/guia-reclamaciones.  
✓ Con el fin de llevar a cabo con éxito su radicación digital,  se ha 

diseñado un video tutorial, en el que encontrará el paso a paso del proceso 
y los detalles de esta alternativa, para lo cual deberá ingresar a la ruta ya 
referenciada como  https://www.saludvidaeps.com/index.php/guia-
reclamaciones.  
✓ Quienes no quisieran presentar sus reclamaciones a través de la web 

de Saludvida S.A EPS en liquidación, también podrán entregar en discos 
extraíbles, en CD, en DVD, en USB o cualquier soporte magnético que se 
recibirán en la Carrera 7N°48-32 de Bogotá. 

 
1.14. Mediante Oficio del 18 de septiembre de 2020 se le solicito de nuevo la 
inaplicación de la sanción informando al Juzgado Octavo Penal Municipal con 
Función de Control de Garantías de Cúcuta, Norte de Santander: 
 
Se le indico a la usuaria que SALUDVIDA EPS en Liquidación tiene a la fecha una 
imposibilidad legal y material para dar cumplimiento a la solicitud del pago de la 
prestación económica, por lo anterior debió presentar de manera oportuna la 
reclamación en la etapa para las acreencias dentro del proceso de liquidación. 
 
Dicho lo anterior se indica, que mediante Resolución No.0008 del 31 de agosto de 
2020 el suscrito agente liquidador de SaludVida EPS en liquidación, dispuso el 
cierre del periodo para la recepción de acreencias, y en la Parte Resolutiva indico: 
 
Mediante Resolución No.0008 del 31 de agosto de 2020 el suscrito agente 

liquidador de SaludVida EPS en liquidación, dispuso el cierre del periodo para la 

recepción de acreencias, y en la Parte Resolutiva indico: 

“Artículo Primero: Declarar cerrado el periodo y vencido el término para 
presentar reclamaciones oportunas en el proceso liquidatorio de 
Saludvida S.A. E.P.S. En Liquidación. 

 
Artículo Segundo: Tener como reclamaciones presentadas 
oportunamente, las descritas en los Capítulos I, II y III de la parte 
considerativa de esta Resolución, las cuales se mantendrán a 
disposición de los interesados, en la Carrera 7 N°48-32  de la ciudad de 
Bogotá, en traslado común, por un término de cinco (5) días hábiles 
contados a partir del primero (1) de septiembre hasta el siete (7) de 
septiembre de 2020, conforme a lo normado en el artículo 9.1.3.2.3 del 
Decreto 2555 de 2010.   

 



  

Página 7 de 39 
 

Parágrafo: El presente acto administrativo se adicionará con las 
reclamaciones enviadas por correo certificado que registren timbre de la 
oficina receptora anterior a la fecha y hora límite de recepción de 
acreencias oportunas, esto es, el 28 de agosto de 2020, caso en el cual 
se proferirá acto administrativo, mediante el cual se adicionarán las 
acreencias que cumplan con la referida condición y se correrá traslado 
de las mismas, de conformidad con el artículo 10 de la Ley 962 de 2005.  

 
Artículo Tercero: Dar y mantener en traslado común a los interesados, 
por el término de cinco (5) días hábiles, del expediente que contiene las 
reclamaciones, para que si lo consideran necesario presenten 
objeciones a las mismas. 
Artículo cuarto: Insertar el texto de esta Resolución en la página WEB 
institucional https://www.saludvidaeps.com y publicar su parte resolutiva 
en un diario de amplia circulación nacional conforme el artículo 73 del 
Código de Procedimiento Administrativo.  

 
Artículo quinto: Advertir que conforme lo que disponen el Artículo 75 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo y el inciso 2 del numeral 2 del artículo 295 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, contra esta Resolución NO procede 
ningún recurso. 

 
         Dada en Bogotá, a los 31 días de agosto de 2020.” 

 
1.15. Si lo que se pretendía era el pago de licencia, la accionante (acreedora) debió 

surtir el debido proceso de acreencias. No obstante, debió presentar su reclamación 

tal como se notificó en la pagina de la entidad como 

https://www.saludvidaeps.com/index.php “ACREENCIAS”, en el que se notificó 

públicamente https://www.saludvidaeps.com/index.php/guia-reclamaciones la 

oportunidad, términos y condiciones que  debían agotar los acreedores para que 

sus presuntas obligaciones fueran reconocidas y canceladas por la entidad, 

proceso que también fue informado al Despacho en las mismas solicitudes de 

inaplicación radicadas. 

 
1.16- Luego de las múltiples gestiones que desplegó esta liquidación para surtir el 
debido trámite de reconocimiento y pago de obligaciones causadas con anterioridad 
al proceso de liquidación se encuentran: 

 
✓ Que mediante la publicación de dos avisos en diarios de amplia circulación 
nacional y en otro del domicilio principal de Saludvida S.A E.P.S. En Liquidación, 
se hicieron los emplazamientos para que quienes tuvieran reclamaciones de 
cualquier índole contra la intervenida se hicieran parte en el proceso liquidatorio 
y presentaran oportunamente sus reclamaciones. 
 
✓ Que, por orden de la Juez Primero Civil del Circuito de Valledupar, proferida 
en desarrollo de la acción de tutela 2019-252, el 24 de octubre de 2019, se 
suspendió el itinerario del proceso Liquidatorio. 
 
✓ El 16 de marzo de 2020, se publicó en la página de la entidad en liquidación 
el comunicado N°12 en el que se informó la reanudación del itinerario del proceso 
Liquidatorio a partir del 17 de marzo de 2020; (ii) el 17 de marzo de 2020, se 
publicó el comunicado N°13 en el que se informó que el término para presentar 
acreencias se corría entre el 20 de marzo y el 20 de abril de 2020; (iii) el 18 de 

https://www.saludvidaeps.com/
https://www.saludvidaeps.com/index.php
https://www.saludvidaeps.com/index.php/guia-reclamaciones
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marzo de 2020, se publicó el comunicado N°17 en el que se informó sobre una 
modificación en los términos de presentación de acreencias y se amplió para que 
corriera entre el 24 de marzo hasta el 24 de abril de 2020; y, (iv) el 19 de marzo 
de 2020, se publicó la cuña radial en la emisora CARACOL RADIO con la 
información relacionada con la reanudación de términos.  El segundo aviso 
emplazatorio se publicó el 20 de marzo de 2020 en el diario EL TIEMPO. 
 
✓ El segundo aviso emplazatorio se publicó el 20 de marzo de 2020 en el diario 
EL TIEMPO. 
 
✓ El 23 de marzo de 2020, se publicó en la WEB de Saludvida el comunicado 
N°20 en el que se informó que por causa de las decisiones adoptadas por el 
señor presidente de la Republica debido a la emergencia sanitaria “COVID-19” 
se suspendía el término para la recepción de acreencias. 
 
✓ El 24 de julio de 2020, se publicó el comunicado N°23 en el que se informó 
que se reanudaba el término para la recepción oportuna de acreencias, para que 
corriera desde el 28 de julio hasta el 28 de agosto de 2020. 
 
✓ El 28 de julio de 2020 se publicó en el diario NUEVO SIGLO el comunicado 
N°23 informando la reanudación de los términos. 
 
✓ A través del comunicado N°25 del 20 de agosto de 2020, se confirmó el 
término para la recepción oportuna de acreencias y se recordaron las dos 
opciones de radicación: (i) virtual; y, (ii) de manera física en la Carrera 7 N°48- 
32 de Bogotá, luego término para presentar oportunamente las reclamaciones 
de manera física venció a las cuatro de la tarde (4 p.m.) del 28 de agosto de 
2020, y las reclamaciones de manera digital en la plataforma dispuesta para tal 
fin, venció a las 12:00 PM del 28 de agosto de 2020. 
 
✓ En consecuencia, mediante Resolución No.0008 del 31 de agosto de 2020 
el suscrito agente liquidador de SaludVida EPS en liquidación, dispuso el cierre 
del periodo para la recepción de acreencias, y en la Parte Resolutiva indicó: 

 
“Artículo Primero: Declarar cerrado el periodo y vencido el término para 
presentar reclamaciones oportunas en el proceso liquidatorio de Saludvida S.A. 
E.P.S. En Liquidación. 
 
Artículo Segundo: Tener como reclamaciones presentadas oportunamente, las 
descritas en los Capítulos I, II y III de la parte considerativa de esta Resolución, 
las cuales se mantendrán a disposición de los interesados, en la Carrera 7 N°48-
32  de la ciudad de Bogotá, en traslado común, por un término de cinco (5) días 
hábiles contados a partir del primero (1) de septiembre hasta el siete (7) de 
septiembre de 2020, conforme a lo normado en el artículo 9.1.3.2.3 del Decreto 
2555 de 2010.   
 
Parágrafo: El presente acto administrativo se adicionará con las reclamaciones 
enviadas por correo certificado que registren timbre de la oficina receptora 
anterior a la fecha y hora límite de recepción de acreencias oportunas, esto es, 
el 28 de agosto de 2020, caso en el cual se proferirá acto administrativo, 
mediante el cual se adicionarán las acreencias que cumplan con la referida 
condición y se correrá traslado de las mismas, de conformidad con el artículo 10 
de la Ley 962 de 2005.  
 
Artículo Tercero: Dar y mantener en traslado común a los interesados, por el 
término de cinco (5) días hábiles, del expediente que contiene las reclamaciones, 
para que si lo consideran necesario presenten objeciones a las mismas. 
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Artículo cuarto: Insertar el texto de esta Resolución en la página WEB 
institucional https://www.saludvidaeps.com y publicar su parte resolutiva en un 
diario de amplia circulación nacional conforme el artículo 73 del Código de 
Procedimiento Administrativo.  
 
Artículo quinto: Advertir que conforme lo que disponen el Artículo 75 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y el inciso 2 
del numeral 2 del artículo 295 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, 
contra esta Resolución NO procede ningún recurso. 
 
Dada en Bogotá, a los 31 días de agosto de 2020.” 

 
✓ Que según la Resolución 008 del 31 de agosto de 2020 al 28 de agosto de 
2020, se presentaron al proceso liquidatorio de Saludvida S.A E.P.S. En 
Liquidación 2.901 reclamaciones por valor de Un billón novecientos treinta y dos 
mil ciento ochenta y cuatro millones trescientos setenta y dos mil seiscientos 
cincuenta y siete pesos con cincuenta y seis centavos ($1.932.184.372.657,56) 
sin incluir las reclamaciones que están por un valor indeterminado. 
 
✓ Que, conforme a los emplazamientos, comunicados antes citados, así como 
de la parte considerativa de la Resolución 008 del 31 de agosto de 2020 y lo 
establecido expresamente en el artículo 9.1.3.2.1  literal b) del Decreto 2555 del 
2010,  se dispone: 

 
“que después de esta fecha el suscrito liquidador no tiene facultad 
para aceptar ninguna reclamación y que las obligaciones no 
reclamadas -al igual que las reclamaciones extemporáneas- que 
resulten debidamente comprobadas en los libros de contabilidad de 
Saludvida S.A. EPS en liquidación, serán estudiadas por el liquidador 
para determinar si se calificarán o no como pasivo cierto no 
reclamado. (…)” 
Artículo 9.1.3.2.1 del Decreto 2555 numeral b): 
b) El término para presentar las reclamaciones oportunamente, con la 
advertencia de que una vez vencido este, el liquidador no tendrá 
facultad para aceptar ninguna reclamación, y que las obligaciones no 
reclamadas y las reclamaciones presentadas en forma extemporánea, 
que aparezcan debidamente comprobadas en los libros de 
contabilidad oficiales de la intervenida, serán calificadas como pasivo 
cierto no reclamado; 
 

✓ Al tenor de la anterior, una vez verificada la relación de acreedores contenida 
en la Resolución No. 0008 del 31 de agosto de 2020 y surtidas todas las etapas 
legales establecidas, SE COMPROBÓ QUE EL ACCIONANTE NO PRESENTÓ 
RECLAMACIÓN ALGUNA PARA QUE FUERA TENIDA EN CUENTA DENTRO 
DEL PROCESO DE ACREENCIAS, y por consiguiente, no se comprobó un 
debido proceso surtido por el interesado para que proceda el 
reconocimiento y pago por parte de la entidad en liquidación. 
 
✓ En consecuencia, como todas las actuaciones surtidas por el liquidador 
deben estar ajustadas a los actos administrativos que se profirieron en el curso 
del proceso de liquidación y régimen jurídico aplicable a la liquidación 
desarrollado en el Decreto 2555 de 2010, el Decreto ley 663 de 1993 – Estatuto 
Orgánico Del Sistema Financiero y demás normas concordantes y 
complementarias, la señora Sotelo debe presentar su reclamación para que 
proceda la calificación y graduación del crédito. 

https://www.saludvidaeps.com/
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1.17. Razón por la cual, nos encontramos inmersos en dicha figura, toda vez que el 
no pago de la prestación económica reclamada resulta atribuible única y 
exclusivamente al accionante, al no acogerse al proceso legalmente establecido para 
que procediera el reconocimiento de la prestación económica reclamada de 
conformidad con el marco normativo antes transcrito. 
 
1.18. Los jueces tanto de conocimiento como de consulta de la sanción desconocieron 
el debido proceso que en estos casos se debe surtir para efectuar el pago de 
prestaciones económicas, los antecedentes jurisprudenciales, el acervo probatorio 
aportado, y que el suscrito auxiliar como agente liquidador de la EPS NO PUEDE SER 
SUJETO DE SANCIONES, bajo las siguientes premisas: 

 

• De conformidad con lo previsto en el Estatuto Orgánico Del Sistema Financiero, 
particularmente lo dispuesto en los numerales 1, 2, y 6 del artículo 295 y el 
articulo 9.1.2.2. del Decreto 2555 de 2010, el liquidador cumple funciones 
públicas transitorias, es auxiliar de justicia, tiene autonomía en la adopción de 
decisiones relacionadas con el ejercicio de sus funciones y para ningún efecto 
puede reputarse como trabajador o empleado de la entidad. 
 

• Los auxiliares de la justicia NO respondemos ni somos disciplinados por 
acciones u omisiones que hayan estado a cargo de la EPS. 
 

• Los procesos de liquidación forzosa administrativa serán adelantados por los 
liquidadores y se regirán en primer término por sus disposiciones especiales. 
 

• En las cuestiones procesales no previstas en tales normas que correspondan 
a actuaciones orientadas a la expedición de actos administrativos se aplicarán 
las disposiciones de la parte primera del Código Contencioso Administrativo y 
los principios de los procedimientos administrativos.  
 

• El artículo 295 del EOSF es claro cuando dice que el suscrito asume funciones 
“a partir de su posesión ante el Director del Fondo el liquidador (aquí 
Superintendencia Nacional de Salud) y el contralor asumirán sus funciones, sin 
perjuicio del cumplimiento de las formalidades de inscripción en la Cámara de 
Comercio del domicilio principal de la entidad en liquidación”. 
 

• Soy un auxiliar de la justicia y, por tanto, para ningún efecto soy trabajador o 
empleado de SaludVida hoy en liquidación, y por tanto legalmente no puedo 
ser sujeto de imposición de sanciones. 
 

• Mis facultades y deberes se expresan en la pronta realización de los activos y 
el pago gradual y rápido del pasivo externo a cargo de la respectiva entidad 
hasta la concurrencia de sus activos, preservando la igualdad entre los 
acreedores sin perjuicio de las disposiciones legales que confieren privilegios 
de exclusión y preferencia a determinada clase de créditos. 
 

• Nada tengo que ver con las acciones u omisiones que han dado lugar a la 
imposición de sanciones porque para nada he intervenido en la administración 
de la EPS y los presuntos incumplimientos planteados devienen de la grave 
situación técnica, administrativa y financiera de la EPS. 
 

• Tan es así, que desde el año 2015 mediante RESOLUCIÓN 002010 del 29 de 

octubre de 2015 la Superintendencia Nacional de Salud ordenó medida 

preventiva de vigilancia especial queriendo significar con ello, que desde 
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mucho antes a la toma de posesión del suscrito como liquidador u ocupación 

de cargo de los sancionados, la EPS presentaba irregularidades, es decir el 

incumplimiento de la orden se generó ante la actitud negligente atribuible única 

y exclusivamente a sus dueños, tal como se observa de los hallazgos 

contenidos en la Resolución 8896 del 1 de octubre de 2019 que fuere proferida 

por la Superintendencia Nacional de Salud, en los siguientes términos: 

“(…) y la liquidación se efectúa ante: “la grave situación evidenciada en 
la EPS con corte a julio de 2019 frente  a las obligaciones de 
aseguramiento, asunción y administración del riesgo en salud de la 
población afiliada a esta entidad, particularmente  en lo que se refiere a 
aquellos  usuarios que en nuestro ordenamiento son considerados 
sujetos de especial protección  constitucional (…) de donde  el despacho 
destaca que el  seguimiento efectuado por la Contralora denota 
omisiones  no solo en la  debida gestión del  riesgo y en la asunción  de 
la función indelegable de aseguramiento además de mora con la red de 
prestadores”. 

 
1.19. En consecuencia, se prueba que el suscrito ha desplegado todas las actuaciones 
tendientes a garantizar la prestación, luego debe considerarse que los juzgados en 
cuestión desconocieron la NO concurrencia de elementos objetivos y subjetivos para 
mantener las sanciones impuestas, ni las calidades que como agente liquidador tengo 
dentro del proceso de liquidación, vulnerándome así derechos de rango constitucional. 
 
1.20. Así pues, los Altos Tribunales han amparado el derecho al debido proceso del 
suscrito en el entendido de evidenciar la configuración de DEFECTO FÁCTICO por 
la no valoración probatoria y DEFECTO SUSTANTIVO POR DESCONOCIMIENTO 
JURISPRUDENCIAL y que zanja la discusión en torno a los responsables de 
CANCELAR LAS PRESTACIONES ECONÓMICAS constituidas con anterioridad al 
proceso de liquidación de SaludVida EPS y el debido proceso que se debe agotar, 
bajo los siguientes presupuestos: 
 

1. Fallo proferido el día 19 de agosto de 2020 por el TRIBUNAL SUPERIOR 
DISTRITO JUDICIAL DE SINCELEJO- SALA CIVIL FAMILIA LABORAL de 
Sincelejo Sentencia T-2020-056 – Tutela 70-001-22-14-000-2020-00091-00, 
concedió el amparo tutelar considerando:  

 
i) La señora Mariluz Gómez Jiménez, interpuso acción de tutela en contra de 

Saludvida EPS en liquidación, solicitando el desembolso de unas 
incapacidades médicas causadas en los periodos que van del 24/08/2019 
al 22/09/2019, y del 29/09/2019 hasta el 28/10/2019.  

 
ii)  Conforme al debate constitucional planteado, debe la Sala determinar si en 

esta acción se satisfacen los presupuestos jurisprudenciales generales y 
específicos, para que de manera excepcional se dejen sin efectos los 
proveídos que impusieron y confirmaron la sanción de arresto y multa al 
encausante dentro del trámite incidental de desacato.  

 
iii) Sobre el particular, la Corte Constitucional ha señalado que, “siempre será 

necesario demostrar que el incumplimiento de la orden fue producto 
de la existencia de responsabilidad subjetiva por parte del accionado, 
es decir, debe haber negligencia comprobada de la persona para el 
incumplimiento del fallo, quedando eliminada la presunción de la 
responsabilidad por el sólo hecho del incumplimiento”, pues “…, la mera 
adecuación de la conducta del accionado con base en la simple y elemental 
relación de causalidad material conlleva a la utilización del concepto de 
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responsabilidad objetiva, la cual está prohibida por la Constitución y la Ley 
en materia sancionatoria. Esto quiere decir que entre el comportamiento 
del demandado y el resultado siempre debe mediar un nexo causal 
sustentado en la culpa o el dolo”21.  

 
iv) De manera que el funcionario judicial correspondiente, al evaluar la 

procedencia de la condena en el plano incidental, debe verificar que 
concurran los factores objetivos y subjetivos; entre los primeros, “pueden 
tomarse en cuenta variables como (i) la imposibilidad fáctica o jurídica 
de   
cumplimiento, (ii) el contexto que rodea la ejecución de la orden 
impartida, (iii) la presencia de un estado de cosas inconstitucional, (iv) 
la complejidad de las órdenes, (v) la capacidad funcional de la persona 
o institucional del órgano obligado para hacer efectivo lo dispuesto 
en el fallo, (vi) la competencia funcional directa para la ejecución de 
las órdenes de amparo, y (vii) el plazo otorgado para su 
cumplimiento”, y en relación a los personales, deben observarse 
circunstancias como “(i) la responsabilidad subjetiva (dolo o culpa) 
del obligado, (ii) si existió allanamiento a las órdenes, y (iii) si el 
obligado demostró acciones positivas orientadas al cumplimiento. 
Vale anotar que los factores señalados son enunciativos, pues, en el 
ejercicio de la función de verificación del cumplimiento, el juez puede 
apreciar otras circunstancias que le permitan evaluar la conducta del 
obligado en relación con las medidas protectoras dispuestas en el 
fallo de tutela”22. 

 
v) Así mismo, en torno al estudio de la imposibilidad jurídica y material de 

cumplimiento, en su carácter de ingrediente objetivo, es clave entender que, 
más allá de analizar si el incidentado en algún espacio temporal del 
pasado estuvo en capacidad de acatar el fallo de tutela, ha de 
analizarse el contexto fáctico y legal que le impide al accionado 
atender la orden proferida por el juez constitucional. 

 
vi) De entrada, se advierte que las autoridades judiciales contra quienes se 

dirige este mecanismo excepcional, incurrieron en un yerro en la valoración 
probatoria de los elementos de cognición arrimados en el accesorio 
cuestionado, y a su vez, dejaron de lado el precedente asentado sobre la 
materia. En efecto, no ponderaron de manera impersonal la realidad 
jurídica de Saludvida EPS en liquidación, en el preciso instante en que 
decretaron la condena adjetiva constitucional en contra del señor 
Laguado Monsalve, pues se limitaron a apreciar la imposibilidad 
jurídica y material como un factor subjetivo, bajo el argumento de que 
en la calenda en que se emitió la sentencia germen del incidente 
[5/12/2019], el proceso liquidatorio estaba suspendido y la señora 
Mariluz Gómez Jiménez continuaba afiliada a la entidad intervenida. 
 

vii) Lo cierto -más allá de cualquier consideración relativa al actuar negligente 
del accionante-, es que los autos de 5 y 12 de febrero de 2020, expedidos 
por la judicatura municipal y superior funcional que surtió el grado 
jurisdiccional de consulta, no efectuaron una adecuada evaluación de los 
medios probatorios puestos a su disposición. Primeramente –se reitera-, 
por obviar la situación concreta y particular de la promotora de salud, 
esto es, un estado de intervención y liquidación, proceso que 
efectivamente se encontraba en vigor en la data en que se profirió la 
sanción y permanece en tal condición, y que además, exige la 
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iniciación de un procedimiento especial de cobro, atendiendo la 
limitación impuesta por la toma forzosa para la disposición de los 
dineros de la entidad, actuación que no fue realizada, pese a la 
sugerencia develada en los distintos escritos allegados23, y que se 
desprenden de la Resolución 008896 de 1 de octubre de 2019 emanada 
de la Superintendencia Nacional de Salud24, afincada en varios 
acápites del cartulario incidental25.  

 
viii) En segundo lugar, aun si se obviara tal hecho, los falladores cuestionados 

no analizaron que el impedimento jurídico deprecado persistía, dado 
el traslado de la señora Gómez Jiménez a Sanitas EPS S.A.S, tal como 
se evidencia en el pliego 44 del cuaderno del incidente de desacato26, 
ente receptor que acorde al artículo 2.1.11.6 del Decreto 780 de 2016, 
modificado por el Decreto 1424 de 2019, es el encargado de continuar 
con la prestación de los servicios a la población que se le asigne, como 
quiera que es la captadora de los aportes en salud de la mentada 
ciudadana, y por tanto, ante el reconocimiento de una prestación 
inicialmente a cargo de la EPS emisora, puede solicitar el respectivo 
recobro en el procedimiento de designación de pasivos. 

 
ix) Así las cosas, ese estado administrativo de la empresa promotora de salud, 

implica indefectiblemente un obstáculo de jure para el acatamiento de la 
orden tutelar, lo que trunca la configuración del elemento objetivo de 
responsabilidad en cabeza del actor y la institución que representa, falencia 
que se evidencia a partir de las documentales que los estrados reprochados 
tuvieron a su disposición, de las que también era dable deducir que la EPS 
Sanitas S.A.S., contaba y cuenta con un interés legítimo en las resultas de 
ese accesorio, empero no fue vinculada, con el fin de que ejerciera su 
derecho a la defensa y contradicción. 

 
x) deviene fértil abrir paso a la protección incoada, y se proceder a disponer 

que se dejen sin efecto, el auto de 5 de febrero de 2020 dictado por el 
Juzgado Tercero Civil Municipal de Sincelejo, y el proveído de 12 de febrero 
hogaño expedido por el Juzgado Sexto Civil de este Circuito, que disipó el 
grado jurisdiccional de consulta, y las actuaciones subsiguientes que de 
éstos se derivaron, para en su lugar, ordenar al primer destacamento que 
desate, de nuevo, el incidente de desacato instaurado por la señora Mariluz 
Gómez Jiménez, con especial consideración de los elementos de juicio 
plasmados en esta decisión, previa citación e integración de la EPS Sanitas 
S.A.S. 

 
xi) F A L L A: PRIMERO: CONCEDER el amparo constitucional impetrado 

por Darío Laguado Monsalve, actuando en nombre propio y en 
representación legal de SALUDVIDA EPS en liquidación, frente a los 
Juzgados Tercero Civil Municipal y Sexto Civil del Circuito de Sincelejo, 
conforme a lo disertado en la parte considerativa de este proveído. 

 
2. Providencia del 12 de Agosto de 2020 proferida por el TRIBUNAL 

SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL SALA CIVIL FAMILIA IBAGUE- tutela 
por vía de hecho 2020-00182, en la que se resolvió INAPLICAR SANCION, 
así: 
 
i) Se puede evidenciar que mediante Resolución No. 008896 de 1º de 

octubre de 2019, emitida por la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE 
SALUD, se ordenó la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes 
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y negocios, así como la intervención forzosa administrativa para liquidar 
a SALUDVIDA S.A. EPS, identificada con Nit. 830.074.184-5 por el 
término de dos (2) años, e igualmente, conforme se desprende del literal 
B del numeral 2º del artículo 3° de la Resolución en cita, fue ordenada 
como medida preventiva facultativa, la suspensión de pagos de las 
obligaciones causadas hasta el momento de la toma de posesión 
del agente liquidador, situación que sin duda coloca a este en 
imposibilidad legal para realizar el cumplimiento de la orden dada 
en la providencia que dio origen al trámite incidental de desacato, 
calendada 18 de septiembre de 2019, pues debido a la condición en 
que se encuentra la empresa en la actualidad, no puede realizar 
pago alguno de manera directa, siendo menester que las acreencias 
sean presentadas en el trámite de recepción de acreencias 
correspondiente 
 

ii) Sentado lo anterior, es válido concluir que el comportamiento 
adoptado por el agente liquidador de SALUDVIDA EPS en cuanto al 
cumplimiento del mandato constitucional objeto del trámite 
incidental, no se torna negligente o arbitrario, sino que por el 
contrario, la ausencia de pago de las incapacidades médico 
laborales generada en favor del accionante durante los meses de 
marzo y agosto de 2019, se debe precisamente a la situación de 
orden legal en que se encuentra la entidad incidentada desde el 
mes de Octubre del 2019, como consecuencia de la intervención 
forzosa administrativa para su liquidación, hecho que le impide 
disponer de recursos para el pago de acreencias que no hayan sido 
previamente sometidas al trámite correspondiente para integrar la 
lista de graduación y calificación de créditos que establece la 
normatividad en este tipo de eventos. 

 
iii) Entonces, concluye la Sala que las agencias judiciales accionadas, 

al momento de emitir las providencias censuradas, tras no tener en 
cuenta la orden de suspensión de pagos vertida en Resolución 
008896 del 1 de octubre de 2019, incurrieron en la trasgresión de 
los derechos fundamentales de la entidad y el funcionario 
incidentados, razón suficiente para considerar que se abre paso la 
solicitud de protección aquí estudiada. 

 
3. Providencia del 22 de julio de 2020 proferida por el TRIBUNAL SUPERIOR 

DEL DISTRITO JUDICIAL SALA CIVIL FAMILIA LABORAL- SAN GIL- tutela 
por vía de hecho 2020-00034, en la que se resolvió: 

 
i) SALUDVIDA EPS en liquidación durante el trámite del incidente de 

desacato y aún después de resuelta la segunda instancia, la consulta del 
mismo ha solicitado en reiteradas oportunidades, tanto en primera como 
en segunda instancia, la inaplicación de la sanción y vinculación de la 
EPS receptora; fundamentando en que se encuentra en imposibilidad 
legal y material para dar cumplimiento a lo ordenado en el trámite 
incidental. 

 
ii) Con el material probatorio antes relacionado, es evidente que, en el sub 

judice, existe la configuración de los defectos fáctico (valoración 
probatoria) y sustantivo (por desconocimiento del precedente 
jurisprudencial) porque para la procedencia de la sanción en el trámite 
de un incidente de desacato a fallo de tutela, la jurisprudencia 
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constitucional de antaño ha precisado que, la autoridad judicial debe 
tomar en consideración si concurren factores de responsabilidad objetivo 
y subjetivo –Dolo o culpa del obligado, allanamiento a las ordenes o si el 
obligado demostró actos positivos tendientes al cumplimiento del fallo de 
tutela- derroteros determinantes para valorar el cumplimiento de una 
orden de tutela por parte de su destinatario. 

 
iii) Durante el trámite del desacato y de la consulta, el incidentado solicitó 

en varias oportunidades, la inaplicación de la sanción y la vinculación de 
la E.P.S. receptora como fórmula para dar cumplimiento a la orden de 
tutela, teniendo en cuenta que, en varios pronunciamientos judiciales, de 
los que allega copia, se ha ordenado a la E.P.S. receptora efectuar los 
pagos y posteriormente reclamar el reembolso a la entidad en 
liquidación; lo anterior, bajo el entendido que, por encontrarse la entidad 
Saludvida E.P.S. en liquidación, y por mandato expreso de la 
Superintendencia Nacional de Salud, contenido en la Resolución No. 
008896 de 2019, los pagos se encuentran suspendidos. 

 
iv) Bajo el anterior panorama, considera el Tribunal que, la actuación 

desplegada por los Juzgados accionados es vulneradora del debido 
proceso y los derechos fundamentales del accionante Dario Laguado 
Monsalve, luego para la Sala es clara la viabilidad de acceder al 
resguardo pretendido. 

 
4. Providencia del 8 de julio de 2020 proferida por el TRIBUNAL SUPERIOR 

DEL DISTRITO JUDICIAL DE CÚCUTA- SALA FAMILIA - tutela por vía de 
hecho 2020- 0108, en la que se ordenó DEJAR SIN EFECTO LAS SANCIÓN 
atendiendo a las siguientes consideraciones:  

 

i) SALUDVIDA se encuentra en liquidación, conforme se desprende del 
literal b del numeral segundo del artículo 3° de la Resolución No 008896 
del 1 de octubre de 2019, fue ordenada la suspensión de pagos de las 
obligaciones causadas hasta el momento de la toma de posesión del 
agente liquidador, situación que igualmente coloca a éste en 
imposibilidad legal para realizar el cumplimiento de la orden dada en la 
providencia que dio origen al trámite incidental de desacato. 

 

ii) Debido a la condición en que se encuentra la empresa no puede realizar 
pago alguno de manera directa, debido a que las acreencias deben ser 
presentadas en el trámite de recepción de acreencias. 

 

iii) Nótese como la actitud asumida por el agente liquidador de la 
aseguradora no se torna arbitraria, sino que el no pago de la prestación 
económica se debe a la situación de orden legal en que se encuentra, 
debido a que en el acto administrativo arriba referenciado, se dispuso la 
intervención forzosa administrativa para liquidar a la EPS, hecho que 
impide que se pueda disponer de recursos para el pago de acreencias 
de índole económica que no hayan sido presentadas debidamente ante 
la entidad, a fin de que sean tenidas en cuenta en la respectiva lista de 
graduación y calificación de créditos que establece la normatividad para 
este tipo de eventos. 

 

iv) Que la autoridad judicial al momento de resolver un incidente de 
desacato o analizar una solicitud de inaplicación del mismo, debe 
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observar si en ello concurre el factor objetivo, y de esta forma determinar 
la existencia de una imposibilidad fáctica o jurídica que impida el 
cumplimiento de la orden por parte de la entidad sobre la cual recae la 
misma; situación que no aconteció en el presente caso, donde pese a 
que a través de varios escritos el agente liquidador de la empresa 
accionante puso en conocimiento la situación legal que le impedía 
cumplir con la orden emitida en la providencia de rango constitucional, 
sus pedimentos siempre fueron despachados en forma desfavorable. 

 

v) Los Despachos judiciales accionados al momento de emitir las 
providencias censuradas al igual que las que decidieron no acceder a la 
inaplicación de las sanciones, no tuvieron en cuenta que el no pago 
inmediato de la licencia de maternidad reclamada por la señora 
Remolina Acevedo, no se debió a una negligencia que se le pudiera 
imputar al funcionario que ostenta la calidad de liquidador, sino que por 
el contrario, el no pago se debe a una situación de orden legal que le 
imposibilita realizarlo, como es, que debido al estado de liquidación en 
que se encuentra la EPS SALUDVIDA, la realización de pagos se 
encuentra suspendida por disposición de la Resolución 008896 del 1 de 
octubre de 2019. 

 
En consecuencia, deberá tanto el Adquo como el Adquem tener en consideración 
lo aquí discutido y dejar sin efecto las SANCIONES QUE FUERON IMPUESTAS. 
 

II. DEFECTOS QUE CONSTITUYEN VÍA DE HECHO 

2.1. POR LOS JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE 
CONTROL DE GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y 
JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE 
SANTANDER. 
 

• Se apartó de los antecedentes jurisprudenciales, al haber impuesto 
sanciones en contra del suscrito, sin tener en cuenta la exposición de 
motivos realizada en escritos de 26 de marzo de 2020, 03 de abril de 2020, 
14 de abril de 2020, 16 de abril de 2020, 12 de mayo de 2020, 13 de julio de 
2020, 27 de julio de 2020, 30 de julio de 2020, 18 de septiembre de 2020, en 
los cuales claramente se informa la orden imperativa de la Superintendencia 
Nacional De Salud de suspender los pagos de cualquier acreedor en cabeza 
de SaludVida EPS en liquidación 

2.2. La omisión del Juzgado Octavo Penal Municipal con Función de Control de 
Garantías de Cúcuta, Norte de Santander de no dar aplicación a los argumentos 
expuestos respecto IMPOSIBILIDAD MATERIAL Y JURIDICA de dar cumplimiento 
a lo ordenado en autos de sanción. 
 
2.3. Así como el hecho de NO INAPLICAR LA SANCIÓN, en atención al traslado 
de los usuarios, está incurriendo en defectos sustantivos por desconocimiento del 
antecedente jurisprudencial y constitucional, así como desconoce la NO 
CONCURRENCIA de factores subjetivos y objetivos para imponer la sanción, 
defecto fáctico por no valorar las pruebas aportadas, así: 

 

• DEFECTO POR DESCONOCIMIENTO DEL ANTECEDENTE JUDICIAL y 

como hecho sobreviniente, el aquí accionado desconoce desarrollos 

jurisprudenciales que han acogido los argumentos de imposibilidad de 

cumplimiento y han ordenado a la EPS receptoras el pago de las 
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prestaciones económicas, tal como se denota de lo resuelto en providencia 

54-001-40-03-003-2020-00170-00 por el Juzgado Tercero Civil del Circuito 

de Cúcuta de Oralidad. 

“Asi las cosas en aras de que el accionante reciba el pago de su licencia 
sin la necesidad de adelantar trámites independientes ante dos entidades 
distintas y con evitar que se le presenten obstáculos de índole 
administrativo que den  al traste son su debido reconocimiento, esta 
operadora judicial, procederá a revocar los numerales 2, 4 y 5 del fallo de 
instancia en el sentido de disponer que será la  NUEVA EPS la 
responsable del pago proporcional de la licencia de maternidad de 
la señora NANCY AMPARO FLOREZ VERGARA y así se dispondrá 
en la parte resolutiva de esta providencia (…)” 

 

• DEFECTO SUSTANTIVO POR DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE 
CONSTITUCIONAL: por desconocer lo establecido por la Corte 
Constitucional señalado en sentencia T-652 de 2010 y retomada en la C-
367-14 entre otras, en cuanto a la Naturaleza Jurídica del Incidente de 
Desacato referente a la imposibilidad material y jurídica de cumplir un fallo 
de tutela, la individualización del responsable de cumplir “responsabilidad 
Subjetiva” característica inherente del incidente de desacato, la finalidad del 
incidente de desacato, NO lo constituye como la imposición de la sanción en 
sí misma, pues su propósito NO es de naturaleza aflictiva, sino que; lo que 
se busca fundamentalmente es el cumplimiento efectivo de la respectiva 
providencia “(…) todo desacato implica incumplimiento, pero NO TODO 
INCUMPLIMIENTO CONLLEVA A UN DESACATO (…)”. 
 

• DEFECTO FÁCTICO: Por omitir valorar las pruebas aportadas de 
cumplimiento sancionando sin realizar el juicio de responsabilidad subjetiva 
que exige la Corte Constitucional, para poder aplicar las sanciones previstas 
para el incidente de desacato, acudiendo al criterio de responsabilidad 
objetiva, pues recuérdese que el desacato es un ejercicio del poder 
disciplinario y por lo mismo la responsabilidad de quien incurra en aquel es 
una responsabilidad subjetiva. Es decir, que debe haber negligencia 
comprobada de la persona para el incumplimiento del fallo, no pudiendo 
presumirse la responsabilidad por el solo hecho del incumplimiento. (Ver 
entre otras, Sentencia T-763 de 1998 y T-171 de 2009). 

 

• VIOLACIÓN DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN: El aquí accionado tramitó 
diligencias de Incidente de Desacato sin tener en cuenta las pruebas 
aportadas en los escritos elevados ante el Despacho, violando de esta 
manera el Derecho Fundamental al Debido Proceso reconocido 
constitucionalmente. 
 

III. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS JURIDICOS 
 
3.1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA UNA SENTENCIA 

DE TUTELA CONSTITUTIVA DE UNA VÍA DE HECHO Y/O CAUSALES 
GENERICAS DE PROCEDIBILIDAD DE LA TUTELA. 

 
La situación que aquí se presenta constituye una excepción a la regla, por cuanto 
los JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 
GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO 
PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER (grado 
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Jurisdiccional De Consulta) desconocen los antecedentes judiciales y probatorios 
del caso, al: 
 
JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 
GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO 
PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER, desconocen los 
precedentes expuestos ante el mismo, en escritos 26 de marzo de 2020, 03 de abril 
de 2020, 14 de abril de 2020, 16 de abril de 2020, 12 de mayo de 2020, 13 de julio 
de 2020, 27 de julio de 2020, 30 de julio de 2020, 18 de septiembre de 2020, más 
cuando la suspensión obedece a una orden de la Superintendencia Nacional De 
Salud.  
 
Efecto de ello mantener, la sanción y Arresto al suscrito en calidad de 
Representante Legal de SALUDVIDA EPS en liquidación como está establecido en 
la normatividad, jurisprudencia y desconociendo las pruebas aportadas en el 
proceso, yendo en detrimento de su derecho fundamental al Debido Proceso e 
igualdad, por inobservancia de las pruebas aportadas dentro del proceso. 
 
En consecuencia, se ha admitido la procedencia de la acción de tutela contra de 
providencias judiciales, cuando en ellas se demuestre la vulneración de derechos 
fundamentales, como el del debido proceso, recordando que la protección 
constitucional por vía de tutela frente a decisiones judiciales solo resulta posible 
cuando la actuación de la autoridad judicial, como ocurre en el presente caso, se 
ha dado en abierta contrariedad con los valores, principios y demás garantías 
constitucionales y con el objetivo básico de recobrar la plena vigencia del orden 
jurídico quebrantado y la restitución a los titulares en el ejercicio pleno de sus 
derechos fundamentales afectados.  
 
Así entonces, se procederá a demostrar, a partir de los elementos normativos y 
jurisprudenciales, que estamos frente a una providencia judicial que reviste todas 
las características de una vía de hecho; que dicha vía de hecho vulnera el 
derecho fundamental al debido proceso e igualdad, que la vía de hecho se 
genera por un defecto sustantivo y que la gravedad de esa vía de hecho que 
configura la providencia emanada del juzgado accionado, da lugar a que se 
conceda la presente acción de tutela para amparar el derecho fundamental del 
suscrito, y a que se emitan las ordenes necesarias para mi protección y la cesación 
de los efectos de la sanción, en aras de hacer prevalecer claros principios y valores 
constitucionales de naturaleza fundamental. 
 
3.2. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA UNA 

PROVIDENCIA PROFERIDA DENTRO DE UN PROCESO DE TUTELA 

CONSTITUTIVA DE UNA VIA DE HECHO Y/O CAUSALES GENERICAS 

DE PROCEDIBILIDAD DE LA TUTELA. 

Todo pronunciamiento judicial está sometido al ejercicio de los medios de 
impugnación previstos en el ordenamiento jurídico, el artículo 86 de la Carta 
Fundamental contempla la hipótesis de que las autoridades públicas, entre ellas, 
las que integran la rama judicial, pudieran causar atentado o vulneración a 
los derechos fundamentales de las personas y por ello, permitió que en estos 
casos, el afectado pueda ejercer la acción de tutela contra la correspondiente 
decisión. 
 
En ese contexto, precisó la alta H. Corte Constitucional a través de la Sentencia T-
459 de 2017, con ponencia del Magistrado Alberto Rojas Ríos, que el mecanismo 
de amparo es procedente siempre y cuando: 
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“(…) La procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias 
judiciales surge de la necesidad de encontrar un equilibrio razonable entre la 
función constitucional de proteger los derechos fundamentales de las personas y el 
respecto por la autonomía judicial y la seguridad jurídica esenciales en un Estado 
de derecho. En este sentido, la Corte Constitucional ha sostenido que esta acción 
procede cuando el funcionario judicial viola de forma flagrante y grosera la 
Constitución y se cumplen los requisitos generales y especiales de procedibilidad 
(…)” 
“(…) 3.1.2. Requisitos especiales 
  
Con el fin de preservar la seguridad jurídica y respetar la independencia de los 
funcionarios que administran justicia, la jurisprudencia constitucional ha establecido 
la necesidad de examinar si la decisión judicial cuestionada está afectada por (i) un 
defecto orgánico; (ii) un defecto sustantivo; (iii) un defecto procedimental; (iv) un 
defecto fáctico; (v) un error inducido, (vi) una decisión sin motivación, (vii) un 
desconocimiento del precedente constitucional y/o, (viii) una violación directa de la 
Constitución (…)” 

 

JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 
GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO 
PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER 
(respectivamente), inobservaron las pruebas aportadas dentro del plenario, y 
demostró un desapego total del precedente jurisprudencial como se corrobora en 
el hecho que hasta este momento, no existe valoración extensiva de las posiciones 
del tema que es el ADRES la administradora de recursos del sistema y que pese a 
que mi representada siempre ha querido garantizar los derechos de los usuarios es 
imposible generar el pago dada la orden imperativa de la SUPERINTENCIA DE 
SALUD de ordenar la suspensión de pagos, posición que se expone ampliamente 
en escritos de fecha 26 de marzo de 2020, 03 de abril de 2020, 14 de abril de 2020, 
16 de abril de 2020, 12 de mayo de 2020, 13 de julio de 2020, 27 de julio de 2020, 
30 de julio de 2020, 18 de septiembre de 2020, se profieren autos que desmeritan 
el carácter especial por el cual cursa mi representada al haber entrado en 
liquidación obligatoria y el trámite especial que deben seguir todos sus pasivos. 
 
Resulta entonces, procedente la acción de tutela, contra sentencias judiciales, más 
aun cuando la jurisprudencia ha dado un giro de modo tal que el concepto de vía 
de hecho se ha reemplazado por el de “causales genéricas de procedibilidad de la 
acción” las cuales, suponen la posibilidad de atacar mediante la acción de tutela, 
las sentencias por defectos que no necesariamente deben suponer una 
interpretación grosera y abusiva de las normas, pues se incluyen aquellos casos en 
los que el juez se aparta de los precedentes sin argumentar debidamente “capricho” 
y cuando su discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los 
derechos fundamentales de los asociados “Arbitrariedad” 

 
De igual forma, en la sentencia C-590 del 8 de junio de 2005, además de los 
requisitos generales, se señalaron las causales de procedibilidad especiales o 
materiales del amparo tutelar contra las decisiones judiciales. Estas son: 

 
“…a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió 
la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello.  
b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 
completamente al margen del procedimiento establecido.  
c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que 
permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.  
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d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con 
base en normas inexistentes o inconstitucionales1 o que presentan una 
evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión.  
e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño 
por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta 
derechos fundamentales. 
f. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores 
judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus 
decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la 
legitimidad de su órbita funcional. 
g. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, 
cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho 
fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho 
alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la 
eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho 
fundamental vulnerado2.  
h. Violación directa de la Constitución. (…) 

 
Siempre que concurran los requisitos generales y, por lo menos, una de las 
causales específicas de procedibilidad contra las providencias judiciales, es 
procedente ejercitar la acción de tutela como mecanismo excepcional por 
vulneración de derechos fundamentales. 
 
3.3. DEFECTO FÁCTICO POR LA NO VALORACIÓN DEL ACERVO 

PROBATORIO 
 
Este defecto se presenta cuando el funcionario judicial omite considerar elementos 
probatorios que constan en el proceso, no los advierte o simplemente no los tiene 
en cuenta para efectos de fundamentar su decisión y, en el caso concreto, resulta 
evidente que, de haberse realizado su análisis y valoración, la solución del asunto 
jurídico debatido habría variado sustancialmente. 
 
El defecto factico se dio, por cuanto JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON 
FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE 
SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, 
NORTE DE SANTANDER no valoro adecuadamente las consideraciones que se 
pusieron de presente en escritos de 26 de marzo de 2020, 03 de abril de 2020, 14 
de abril de 2020, 16 de abril de 2020, 12 de mayo de 2020, 13 de julio de 2020, 27 
de julio de 2020, 30 de julio de 2020, 18 de septiembre de 2020 que resumo así:  
 

• El suscrito, NO puede apartarse de la Resolución 008896 del 1 de octubre 
de 20193 la Superintendencia Nacional de Salud en la cláusula 3 numeral 2 
literal b) indico;  
 

“Se ordena la suspensión de pagos de las obligaciones causadas hasta el 
momento la toma de posesión; el liquidador deberá determinar la manera 
de efectuarlos pagos correspondientes obligaciones relacionadas con la 
garantía de la prestación del servicio de salud, hasta tanto no se lleve a 
cabo el traslado de los afiliados” 

 

• SALUDVIDA EPS en LIQUIDACION se encuentra en imposibilidad legal y 
material para dar cumplimiento a la orden dada por su Despacho, pues los 
pagos aquí reclamados se encuentran SUSPENDIDOS, y los mismos 

                                                      
1 Sentencia T-522/01 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa 
“2 Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y  T-1031/01.” 

3 aclarada por Resolución 9200 de 2019, 



  

Página 21 de 39 
 

deberán presentarse de manera oportuna dentro del trámite recepción de 
acreencias, tal y como lo establece el decreto 2555 de 2010 en su Artículo 
9.1.3.2 y s.s 

 

• Se aclara que la Sra. Jailiny Quintero Mayorga no presento reclamación 
de sus incapacidades a través del proceso de acreencias, pese a las 
disposiciones que son de público conocimiento y los múltiples 
llamados realizados a todos los acreedores de la entidad. 
 
En este punto debemos anotar: 
 
En la página https://www.saludvidaeps.com/index.php/proceso-
liquidatorio/acreencias, cada uno de los acreedores encontrara un manual 
para poder radicar sus acreencias y las cuales se pagaran de acuerdo con 
los preceptos de la Ley 1797 de 2016, en su artículo 12 y la resolución 
008896 el 01 de octubre de 2019 
 
Para el caso en concreto, se insta a su señoría para que tenga en cuenta 
que, desde el 12 de octubre de 2019, SALUDVIDA EPS en liquidación viene 
dando a conocer comunicados a la comunidad a fin de facilitar la radicación 
y reclamación de los dineros que considere la entidad pueda adeudarle y 
que solo hasta el 23 de marzo de 2020, dicho proceso fue suspendido por 
razones ajenas a la voluntad de la EPS como es la pandemia del COVID 19. 
 

• Las cotizaciones efectuadas por los afiliados son para la integralidad del 
sistema de salud no para una determinada EPS, “es decir, la libelista 
cotizaba para el referido sistema, y que en ese momento se encontraba 
afiliada a SALUDVIDA EPS en liquidación, hoy en proceso de liquidación, 
ahora la solución de las incapacidades estaría sujeta a la prelación de 
créditos establecida en la compilación sustantiva civil” 
 
Cita el decreto 2265 DE 2017 ARTÍCULO 2.6.4.1.3. Objeto de la entidad. La 
ADRES tiene como objeto administrar los recursos a que hace referencia el 
artículo 67 de la Ley 1753 de 2015, los demás ingresos que las disposiciones 
de rango legal le asigne; y adoptar y desarrollar los procesos y acciones para 
el adecuado uso, flujo y control de los recursos en los términos señalados 
en la citada ley, en desarrollo de las políticas y regulaciones que establezca 
el Ministerio de Salud y Protección Social y de acuerdo con lo previsto en el 
Decreto 1429 de 2016 modificado por los Decretos 546 y 1264 de 2017 o las 
normas que los modifiquen o sustituyan. 
 
PARÁGRAFO. La ADRES adoptará los mecanismos y especificaciones 
técnicas para los diferentes procesos asociados a la administración de los 
recursos, entre tanto, continuará aplicando aquellos disponibles a la fecha 
de su entrada en operación, siempre que no sean contrarios al objeto 
definido en el artículo 66 y 67 de la Ley 1753 de 2015. 
 
Así, las cosas los dineros del Sistema De Seguridad Social en Salud son 
administrados por el ADRES, no propiamente por las EPS, entonces no 
resulta improcedente que en el tema de prestaciones económicas ante una 
imposibilidad por parte de una entidad liquidada como SaludVida EPS en 
liquidación el pago de dicha obligación se asuma por la nueva entidad 
receptora y sea esta en beneficio del usuario quién proceda a hacerse parte 
en el proceso de acreencias. 

 

https://www.saludvidaeps.com/index.php/proceso-liquidatorio/acreencias
https://www.saludvidaeps.com/index.php/proceso-liquidatorio/acreencias
https://go.vlex.com/vid/700052449?fbt=webapp_preview
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En el marco del proceso liquidatario de una EPS, los créditos laborales en los 
cuales, clasifica a las prestaciones económicas, pertenecen a la primera clase de 
créditos que trata el artículo 12 de la Ley 1797de 2016 y tienen un privilegio 
excluyente sobre todo lo demás. 
 

• En concordancia de lo anterior, la Corte Constitucional en sentencia T-503 
de 2016 señaló que la responsabilidad de financiación y cobertura de las 
prestaciones económicas se adscriben no a un EPS específica, sino al 
mismo Sistema General de Seguridad Social en Salud como un todo, luego 
entonces, conforme a los principios de universalidad y solidaridad deben ser 
sufragados por cualquier EPS, así: 
 
“…11.15 En cuanto el argumento sostenido por el juez de instancia, sobre la 
imposibilidad de conceder el amparo porque la unidad prestadora del 
servicio de salud ya no existe, ello constituye un claro desconocimiento a la 
doctrina constitucional y a los principios que rigen el sistema general de 
seguridad social, que establecen que las cotizaciones que realizan los 
afiliados, son para la integralidad del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud, conforme a los principios de universalidad y solidaridad 
consagrados por la Ley 100 de 1993, no para una determinada EPS 
(Subraya fuera del texto). 
 

• En este punto resulta imperativo de parte del Juzgado de conocimiento, 
como del Despacho de segunda instancia mantener su decisión tomando 
como base que existe una demora en el pago de las incapacidades y 
dejando de lado que de parte del operador de justicia, cada caso debe ser 
estudiado de manera individual teniendo como base cada uno de los hechos 
que resultan relevantes y sin óbice frente a quién está dirigida la acción, así 
como el objeto principal de las acciones sancionatorias que no es otro que 
el cumplimiento del fallo frente a la petición del usuario 

 
Por lo anterior, cuando en una decisión judicial se aplica una norma jurídica de 
manera manifiestamente irrazonable o se deja de aplicar una norma aplicable, 
sacando del marco de la juridicidad y de la hermenéutica jurídica aceptable tal 
decisión judicial, ésta deja de ser una vía de derecho para convertirse en una vía 
de hecho, razón por la cual la misma deberá dejarse sin efectos jurídicos, para lo 
cual la acción de tutela el mecanismo apropiado. En esta hipótesis no se está ante 
un problema de interpretación normativa, sino ante una decisión carente de 
fundamento jurídico, dictada según el capricho del operador jurídico, 
desconociendo la ley, y trascendiendo al nivel.” 4 
 
En este caso, es perfectamente factible, entonces, que su señoría, como instancia 
de origen quien conserva las facultades para decidir, realice la correspondiente 
valoración probatoria, para constatar el cumplimiento que la entidad ha dado a la 
orden, y determine la revocatoria e inaplicación de las sanciones y el cierre de la 
actuación. 
 
Es de recordar que el objeto del desacato en la acción de tutela está definido desde 
el punto de vista objetivo y subjetivo, objetivamente el juez estudia la conducta que 
implica que una orden de tutela no ha sido cumplida y desde el punto de vista 
subjetivo se debe mirar que la responsabilidad de quien ha dado lugar a ese 
incumplimiento debe ser deducida en concreto, es decir en cabeza de las personas 

                                                      
4 Ver entre otras las sentencias C-543 de 1992. M.P. José Gregorio Hernández Galindo y T-066 de 2009 M.P. Jaime 
Araujo Rentería. 
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a quienes está dirigido el mandato judicial, lo que significa que estas deben gozar 
de la oportunidad de defenderse dentro del incidente y estar rodeadas de todas las 
garantías procesales, por esto la finalidad del desacato no es la sanción en sí 
misma, sino una forma de lograr que los derechos fundamentales que ha sido 
tutelados sean garantizados efectivamente.  
 
Así las cosas, el aquí accionado conserva la competencia para verificar el 
cumplimiento del fallo de tutela, y con base al DERECHO FUNDAMENTAL A LA 
LIBERTAD INDIVIDUAL, debió acceder a REVOCAR o INAPLICAR las sanciones 
impuestas. 
 
Así las cosas, conviene estudiar la SU 034-2018 expedido por la Honorable Corte 
Constitucional y antecedentes jurisprudenciales, la cual toma como puntos 
cardinales estos cinco puntos que deben tenerse en cuenta para el estudio de las 
providencias: 
 

a) Facultad del juez instructor para modular las órdenes de tutela impuestas en 
el curso del trámite incidental 

b) Reconocimiento de derechos para los sancionados tales como igualdad, 
seguridad jurídica y debido proceso 

c) Finalidad coercitiva y no punitiva del incidente de desacato 
d) La concurrencia de los elementos de responsabilidad subjetiva y objetiva 

Dando una vista panorámica, tanto el juez de conocimiento como el Despacho que 
conoció del grado jurisdiccional de consulta, debieron estudiar el acervo probatorio 
para determinar la responsabilidad subjetiva y objetiva 
 
Factores Objetivos: 
  
La imposibilidad jurídica y fáctica en la que se encuentra la EPS SALUDVIDA EN 
LIQUIDACIÓN, comoquiera que actualmente no se encuentra habilitada para 
prestar servicios de salud o funcionar como una Empresa Promotora de Salud y no 
cuenta con población afiliada. 
 
El contexto que rodea la ejecución de la orden impartida se encuentra circunscrito 
a que mediante  Resolución 8896 del 1 de octubre de 2019, la Superintendencia 
Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y 
negocios y la intervención forzosa administrativa para liquidar a SALUDVIDA S.A. 
EPS en liquidación,  y la liquidación se efectúa ante: “la grave situación evidenciada 
en la EPS con corte a julio de 2019 frente  a las obligaciones de aseguramiento, 
asunción y administración del riesgo en salud de la población afiliada a esta entidad, 
particularmente  en lo que se refiere a aquellos  usuarios que en nuestro 
ordenamiento son considerados sujetos de especial protección  constitucional (…) 
de donde  el despacho destaca que el  seguimiento efectuado por la Contralora 
denota omisiones  no solo en la  debida gestión del  riesgo y en la asunción  de la 
función indelegable de aseguramiento además de mora con la red de prestadores”. 
  
Factores Subjetivos: 
  
i)             No se configuró  dolo o culpa del sancionado, para el caso ut supra se 
demuestra que los incumplimientos se derivaron del grave estado financiero, 
técnico y administrativo de la EPS, como se soporta de los  hallazgos contenidos 
en la Resolución 8896 del 1 de octubre de 2019, por lo tanto, no puede imputársele 
responsabilidad a título de dolo o culpa a una persona en particular, cuando a la 
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postre los incumplimientos se perpetraron por la EPS como persona jurídica por las 
falencias históricas  
  
Se han demostrado las acciones positivas tendientes a garantizar lo ordenado en 
el trámite incidental y velar por los derechos de la accionante,  ha de tenerse en 
cuenta que tanto la Superintendencia Nacional de Salud, el Ministerio de Salud y 
de la Protección Social y el suscrito liquidador, han desplegado innumerables 
esfuerzos para garantizar el goce efectivo de los derechos de los afiliados, prueba 
de ello se tiene el traslado efectivo de afiliados a EPS receptoras, precedido de la 
expedición de la  Resolución 8896 del 1 de octubre de 2019 y Resolución 09200 
del 7 de octubre de 2019 “Por la cual se corrige un error formal”, por la cual se 
ordenó la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios y la 
Circular Externa 0000045 del 31 de diciembre de  2019; por la que se NOTIFICÓ 
LA ASIGNACIÓN DE AFILIADOS DE SALUDVIDA EPS EN LIQUIDACIÓN A 
OTRAS EPS a partir de las 00:00 horas del 1° de enero del 2020, y en 
consecuencia, deberán ser las EPS receptoras quienes garanticen la efectiva 
prestación de servicios de salud y demás prestaciones a la población asignada. 
 
3.4. DEFECTO SUSTANTIVO POR DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE 

CONSTITUCIONAL: 

Ahora bien, como ejemplo de la posición marcada que existe frente a casos donde 
el estudio del Juez debe ser modulado, apegado al acervo probatorio y atendiendo 
a los antecedentes judiciales existentes para considerar y DECRETAR LA 
INAPLICACIÓN DE LAS SANCIONES se tiene: 
 

• Fallo proferido por Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta 
Sala Civil MP. Constanza Forero De Rad mediante radicación No. 2020-
0108 del 08 de julio de 2020, por medio de la cual ordenó inaplicar 
sanción acogiendo antecedentes jurisprudenciales 

vi) SALUDVIDA se encuentra en liquidación, conforme se desprende del 
literal b del numeral segundo del artículo 3° de la Resolución No 008896 
del 1 de octubre de 2019, fue ordenada la suspensión de pagos de las 
obligaciones causadas hasta el momento de la toma de posesión del 
agente liquidador, situación que igualmente coloca a éste en 
imposibilidad legal para realizar el cumplimiento de la orden dada en la 
providencia que dio origen al trámite incidental de desacato. 
 

vii) Debido a la condición en que se encuentra la empresa no puede realizar 
pago alguno de manera directa, debido a que las acreencias deben ser 
presentadas en el trámite de recepción de acreencias. 

 

viii) Nótese como la actitud asumida por el agente liquidador de la 
aseguradora no se torna arbitraria, sino que el no pago de la prestación 
económica se debe a la situación de orden legal en que se encuentra, 
debido a que en el acto administrativo arriba referenciado, se dispuso la 
intervención forzosa administrativa para liquidar a la EPS, hecho que 
impide que se pueda disponer de recursos para el pago de acreencias 
de índole económica que no hayan sido presentadas debidamente ante 
la entidad, a fin de que sean tenidas en cuenta en la respectiva lista de 
graduación y calificación de créditos que establece la normatividad para 
este tipo de eventos. 
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ix) Que la autoridad judicial al momento de resolver un incidente de desacato 
o analizar una solicitud de inaplicación del mismo, debe observar si en 
ello concurre el factor objetivo, y de esta forma determinar la existencia 
de una imposibilidad fáctica o jurídica que impida el cumplimiento de la 
orden por parte de la entidad sobre la cual recae la misma; situación que 
no aconteció en el presente caso, donde pese a que a través de varios 
escritos el agente liquidador de la empresa accionante puso en 
conocimiento la situación legal que le impedía cumplir con la orden 
emitida en la providencia de rango constitucional, sus pedimentos 
siempre fueron despachados en forma desfavorable. 

 

x) Los Despachos judiciales accionados al momento de emitir las 
providencias censuradas al igual que las que decidieron no acceder a la 
inaplicación de las sanciones, no tuvieron en cuenta que el no pago 
inmediato de la licencia de maternidad reclamada por la señora Remolina 
Acevedo, no se debió a una negligencia que se le pudiera imputar al 
funcionario que ostenta la calidad de liquidador, sino que por el contrario, 
el no pago se debe a una situación de orden legal que le imposibilita 
realizarlo, como es, que debido al estado de liquidación en que se 
encuentra la EPS SALUDVIDA, la realización de pagos se encuentra 
suspendida por disposición de la Resolución 008896 del 1 de octubre de 
2019. 

 

• Fallo proferido por Tribunal Superior del Distrito Judicial de Gil Sala 
Civil MP. Carlos Augusto Pradilla Tarazona mediante radicación No. 
2020-34 del 22 de julio de 2020, por medio de la cual ordenó inaplicar 
sanción acogiendo antecedentes jurisprudenciales 
 

• SALUDVIDA EPS en liquidación durante el trámite del incidente de desacato 
y aún después de resuelta la segunda instancia, la consulta del mismo ha 
solicitado en reiteradas oportunidades, tanto en primera como en segunda 
instancia, la inaplicación de la sanción y vinculación de la EPS receptora; 
fundamentando en que se encuentra en imposibilidad legal y material para 
dar cumplimiento a lo ordenado en el trámite incidental. 
 

• Con el material probatorio antes relacionado, es evidente que, en el sub 
judice, existe la configuración de los defectos fáctico (valoración probatoria) 
y sustantivo (por desconocimiento del precedente jurisprudencial) porque 
para la procedencia de la sanción en el trámite de un incidente de desacato 
a fallo de tutela, la jurisprudencia constitucional de antaño ha precisado que, 
la autoridad judicial debe tomar en consideración si concurren factores de 
responsabilidad objetivo y subjetivo –Dolo o culpa del obligado, allanamiento 
a las ordenes o si el obligado demostró actos positivos tendientes al 
cumplimiento del fallo de tutela- derroteros determinantes para valorar el 
cumplimiento de una orden de tutela por parte de su destinatario. 
 

• Durante el trámite del desacato y de la consulta, el incidentado solicitó en 
varias oportunidades, la inaplicación de la sanción y la vinculación de la 
E.P.S. receptora como fórmula para dar cumplimiento a la orden de tutela, 
teniendo en cuenta que, en varios pronunciamientos judiciales, de los que 
allega copia, se ha ordenado a la E.P.S. receptora efectuar los pagos y 
posteriormente reclamar el reembolso a la entidad en liquidación; lo anterior, 
bajo el entendido que, por encontrarse la entidad Saludvida E.P.S. en 
liquidación, y por mandato expreso de la Superintendencia Nacional de 
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Salud, contenido en la Resolución No. 008896 de 2019, los pagos se 
encuentran suspendidos. 
 

• Bajo el anterior panorama, considera el Tribunal que, la actuación 
desplegada por los Juzgados accionados es vulneradora del debido proceso 
y los derechos fundamentales del accionante Darío Laguado Monsalve, 
luego para la Sala es clara la viabilidad de acceder al resguardo pretendido. 

 

• Fallo proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Cúcuta de 
Oralidad del 14 de abril de 2020 dentro de la acción de tutela 2020-170 
en el que se ordena: 

“ Entonces siendo la NUEVA EPS como entidad receptora, la llamada al 
pago, no resulta de recibo para este Despacho la orden emitida por el 
Juez de instancia, concerniente a un pago por parte de las dos EPS 
accionadas, pues con ello, la usuaria se verá obligada a agotar trámites 
en una y otra entidad, en donde deberá llegar la documental que cada 
una le exija y esperar la respuesta de pago de manera fraccionada, 
cuando lo que verdaderamente se busca es la protección  del mínimo 
vital …)  
 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ORDENA A LA NUEVA 
EPS que en el término de dos (2) días reconozca y pague la licencia de 
maternidad (…) que una vez haya realizado el respectivo pago de la licencia 
de maternidad a la señora NANCY AMPARO FLOREZ VERGARA, cuenta 
con la posibilidad de acudir al recobro directo en los términos y fines que la 
ley disponga.” 

 

• Providencia proferida por el Juzgado Dieciséis (16) Penal Municipal con 

Funciones de Control de Garantías de Bucaramanga dentro de la 

acción de tutela 2019-00163. que se abstuvo de imponer sanción contra 

el suscrito y ordenó a la EPS receptora el pago de la prestación 

económica en los siguientes términos: 

“Es claro que el señor DARIO LAGUADO MONSALVE identificado con cédula 
de ciudadanía No. 19.139.571 como liquidador de SALUD VIDA E.P.S se 
encuentra sometido a la determinación de la Superintendencia de Salud, es 
decir al trámite de liquidación de la entidad, el cual no puede pasarse por alto 
para dar cumplimiento efectivo e inmediato a la orden impartida por este 
despacho. Las anteriores consideraciones permiten concluir que el liquidador 
de SALUDVIDA EPS carece de responsabilidad objetiva en el 
incumplimiento de la orden de tutela por lo cual el despacho se abstendrá 
de imponer sanción alguna en su contra. 
 
Sin embargo, debe reiterarse que FAMISANAR E.P.S de acuerdo a la 
normatividad en cita es la EPS responsable de realizar el pago de la 
licencia de maternidad alegada, pues como se ha indicado los aportes que 
ha realizado la usuaria no han sido a una E.P.S determinada, sino que 
aquellos se realizan es ante el Sistema General de Seguridad Social, por 
tanto es evidente que la entidad cuenta responsabilidad en el 
incumplimiento de los fines de las providencias judiciales como 
componente del derecho fundamental al acceso a la administración de 
justicia y al debido proceso.  
 
De esta forma, es claro que el juez del desacato gira en torno a la finalidad de 
establecer las medidas encaminadas a lograr el cumplimiento de la decisión y 
el sentido original y esencial de la orden impartida en el fallo. Al respecto, se 
ha señalado por la Jurisprudencia Constitucional que el juez que resuelve el 
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incidente de desacato o la consulta podrá proferir órdenes adicionales a las 
originalmente impartidas o introducir ajustes a la orden original, garantizando 
siempre el principio de la cosa juzgada. 
…. 
RESUELVE  
 
PRIMERO: ABSTENERSE DE DECLARAR EN DESACATO del fallo de 
tutela del 14 de noviembre de 2019, al señor DARIO LAGUADO 
MONSALVE identificado con cédula de ciudadanía No. 19.139.571 
liquidador de SALUDVIDA E.P.S y a ELIAS BOTERO MEJIA identificado 
con cédula de ciudadanía No. 79.146.216 como gerente general de 
FAMISANAR E.P.S. Según lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. 
 
SEGUNDO: ADVERTIR a ELIAS BOTERO MEJIA identificado con cédula 
de ciudadanía No. 79.146.216 como gerente general de FAMISANAR E.P.S. 
o quien haga sus veces, que es responsable de realizar el pago de la 
licencia de maternidad ordenada en fallo de tutela de la referencia, por lo 
cual se le advierte su obligación de satisfacer oportuna y adecuadamente 
lo dispuesto por este Juzgado en dicha providencia, SO PENA DE 
DESACATO; en concordancia con lo expuesto en la parte motiva. (…)” 

 

• En providencia de 26 de marzo de 2020, el Juzgado Primero 
Administrativo Oral Del Circuito De Cúcuta, radicado 2019-370 acción 
de tútela en la cual se reclamaba el pago de las incapacidades emite el 
siguiente pronunciamiento: 

 
“(…) En materia de salud el artículo 154 de la Ley 100 de 1993, consagra que 
el Estado está en el deber de intervenir en el servicio público de la seguridad 
social en salud, con el fin de garantizar los principios constitucionales y los 
consagrados en los artículos 2 y 153 de la misma Ley. 
 
Dado que en este caso se ampararon los derechos fundamentales al señor 
Carlos Julio Rodríguez Pérez por encontrarse acreditado su mínimo vital, se le 
reitera que tiene dos opciones para reclamar el pago de las incapacidades que 
se le adeudan, uno que es presentar la reclamación económica de manera 
oportuna dentro del trámite de recepción de acreencias ante SALUDVIDAEN 
LIQUIDACIÓN, tal y como se establece el decreto 255 de 2010 en su Artículo 
9.1.3.2.y S.S, siguiendo el proceso indicado en la página WEB de dicha 
entidad, o dos, solicitara la EPS Cooperativa de Salud y Desarrollo Integral 
Zona Sur… a la que se encuentra afiliado, el pago de las incapacidades que 
reclama, adjuntando todos los documentos que las acrediten, junto con las 
respectivas historias clínicas, y si lo considera necesario anexando una copia 
de esta providencia5” 
 
En consecuencia, el fallador amparó los derechos de los accionantes en 
el curso de la tutela y ordenó a la EPS receptora el reconocimiento y pago 
de la prestación económica atendiendo a que estos rubros se financian 
por parte del SGSSS a cada una de las EPS, y en otras providencias, 
ordenó a SaludVida EPS EN LIQUDACIÓN que efectuado el pago por la 
EPS receptora a la accionante y realizada la calificación de crédito según 
el orden de prelación, proceda a efectuar el reembolso en favor de la EPS 
receptora.(…) 

 
Los aquí accionados JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE 
CONTROL DE GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y JUZGADO 
SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER 

                                                      
5 Providencia del 26 de marzo de 2020 proferida por el Juzgado Primero Adtivo Oral del Circuito de Cúcuta TUTELA 

RAD No. 54-001-33-33-001-2019-00370-00 
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desconocen lo que la propia Corte Constitucional ha considerado que la finalidad 
del incidente de desacato, no lo constituye la imposición de la sanción en sí 
misma, pues su propósito no es de naturaleza aflictiva, sino que se busca 
esencialmente el cumplimiento efectivo de la respectiva providencia, la cual 
como se ha expuesto solo puede ser predicada dado el traslado de los usuarios  en 
cabeza de COOSALUD EPS S.A. 
 
De acuerdo con la exposición se debe tener en cuenta: 

JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 
GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO 
PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER, violan 
flagrantemente el derecho al debido proceso y acceso a la justicia, con sus acciones 
tendientes a inobservar los precedentes frente a la suspensión de pagos y el hecho 
que los dineros del Sistema De Seguridad Social son administrados por el ADRES, 
por ende como se expuso en aras de garantizar un trámite rápido y diligente a los 
usuarios al tratarse de prestaciones económicas deben ser  pagadas por el EPS 
receptora. 

De acuerdo con el debido proceso, el Juez tiene la obligación de estudiar todos los 
memoriales allegados al Despacho y emitir frente a cada uno pronunciamiento de 
fondo, que garantice el estudio de cada caso con el respeto a los derechos de las 
partes, garantizando con ello que el acceso a la justicia se realice en ámbitos de 
igualdad e imparcialidad. 

De acuerdo con la exposición de hechos es claro que, el Juzgado de conocimiento 
y de consulta, dejaron de hacer estudio del caso frente a los memoriales de 26 de 
marzo de 2020, 03 de abril de 2020, 14 de abril de 2020, 16 de abril de 2020, 12 de 
mayo de 2020, 13 de julio de 2020, 27 de julio de 2020, 30 de julio de 2020, 18 de 
septiembre de 2020, dejando de observar los escritos alegados desde dicha data 
hasta hoy. 

Luego se reitera, que para mantener la imposición de sanciones derivado de 
presuntos fallos de tutela, se debe practicar y valorar las pruebas suficientes para 
poder establecer responsabilidad subjetiva de incumplimiento y las razones de su 
no acatamiento atribuibles en la modalidad de DOLO o CULPA, puesto que; “(…) 
todo desacato implica incumplimiento, pero NO TODO INCUMPLIMIENTO 
CONLLEVA A UN DESACATO (…)” y que para el presente caso el Despacho 
omite valorar el cumplimiento del fallo de tutela. 

Otro aparte de la Sentencia C-367-14 nos recuerda: 

“(…) 4.3.4.9. De no cumplirse el fallo, entre otras consecuencias, la persona puede 
ser objeto del poder jurisdiccional disciplinario, que se concreta en el incidente de 
desacato. Este incidente sigue un procedimiento de cuatro etapas, a saber: (i) 
comunicar a la persona incumplida la apertura del incidente del desacato, para 
que pueda dar cuenta de la razón por la cual no ha cumplido y presente sus 
argumentos de defensa; (ii) practicar las pruebas solicitadas que sean 
conducentes y pertinentes para la decisión; (iii) notificar la providencia que 
resuelva el incidente; y (iv) en caso de haber lugar a ello, remitir el expediente en 
consulta al superior. Para imponer la sanción se debe demostrar la 
responsabilidad subjetiva del sancionado en el incumplimiento del fallo, 
valga decir, que éste es atribuible, en virtud de un vínculo de causalidad, a 
su culpa o dolo (…)” (negrillas y subraya fuera de texto) 

Por otro lado, es preciso citar la sentencia T-271 de 2015, proferida por la misma 
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Corporación quien manifestó: 
 

“Con todo, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que por razones muy 
excepcionales el juez que resuelve el incidente de desacato, con la finalidad de 
asegurar la protección efectiva del derecho, puede proferir órdenes 
adicionales a las originalmente impartidas o introducir ajustes a la orden 
inicial, siempre que se respete el alcance de la protección y el principio de la cosa 
juzgada, señalando los lineamientos que han de seguirse para tal efecto:  
“(1) La facultad puede ejercerse cuando debido a las condiciones de hecho 
es necesario modificar la orden, en sus aspectos accidentales, bien porque: 
(a) la orden original nunca garantizó el goce efectivo del derecho fundamental 
tutelado, o lo hizo en un comienzo, pero luego devino inane;  
(b) porque implica afectar de forma grave, directa, cierta, manifiesta e inminente 
el interés público o  
(c) porque es evidente que lo ordenado siempre será imposible de cumplir.  
(2) La facultad debe ejercerse de acuerdo a la siguiente finalidad: las medidas 
deben estar encaminadas a lograr el cumplimiento de la decisión y el sentido 
original y esencial de la orden impartida en el fallo con el objeto de asegurar el 
goce efectivo del derecho fundamental tutelado.  
(3) Al juez le es dado alterar la orden en sus aspectos accidentales, esto es, 
en cuanto a las condiciones de tiempo, modo y lugar, siempre y cuando ello 
sea necesario para alcanzar dicha finalidad.  
(4) La nueva orden que se profiera, debe buscar la menor reducción posible de la 
protección concedida y compensar dicha reducción de manera inmediata y 
eficaz.”" (Negrillas y subraya fuera de texto). 

 
En consonancia con lo expuesto, la referida Corporación a través de la sentencia 
T-171 de 2009, con ponencia del Magistrado Humberto Antonio Sierra Porto, 
puntualizó: 
 

“El desacato se convierte en uno de los instrumentos con los que dispone el juez 
constitucional para lograr la protección de derechos fundamentales, cuya 
violación ha sido evidenciada a partir de una providencia judicial que surgió con 
ocasión de la resolución de una acción de tutela. Dicho mecanismo consiste en 
la posibilidad de imponer ciertas sanciones con el propósito de obtener el 
cumplimiento de lo ordenado en la respectiva sentencia.” (Subrayado fuera 
del texto) 

 

Es por ello que alterar las condiciones en que fue impuesta la sanción, e impone su 
mutabilidad en orden de garantizar el cumplimiento del fallo y restablecer los 
derechos fundamentales amparados es posible, situación que de ninguna manera 
desconoce el principio de la cosa juzgada, puesto que en lo relacionado con la 
orden concreta para proteger el derecho lesionado, el Juez Constitucional puede 
complementar y/o adicionar el fallo en procura de su acatamiento, de acuerdo con 
las circunstancias que exteriorice la casuística. Lo cual tiene lugar, como lo ha 
explicado la Corte Constitucional,  

4.1.1. (a) Que la orden pueda ser modificada cuando nunca protegió el derecho, 
devino inane o simplemente no es posible cumplirla, es algo que se deriva de la 
función misma de la tutela. En ese sentido apuntan tanto la consagración 
constitucional que exige a los jueces garantizar el goce efectivo de los derechos 
(C.P. arts. 2 y 86) como el Decreto 2591 de 1991 (art. 27), que señala 
expresamente que el juez de tutela mantiene la competencia del proceso “(…) 
hasta que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas las causas 
de la amenaza” 4.1.2. (d) El segundo caso, cuando haya una afectación grave, 
directa, cierta, manifiesta e inminente del interés público, surge también de la 
Constitución y el Decreto 2591 de 1991... (…) 

 

3.5. VIOLACIÓN DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN 
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Como se ha venido indicando en precedencia, el trámite incidental adelantado por 
el aquí accionado ha sido culminado de manera irregular;  
 
En desarrollo de dicho artículo de la carta magna el artículo 5º del Decreto 306 de 
1992 estableció que:  
 

“(...) El juez velará porque de acuerdo con las circunstancias, el medio y la 
oportunidad de la notificación aseguren la eficacia de esta y la posibilidad de 
ejercer el derecho de defensa (...)”. 

 
Así entonces, se establece que las características propias de este proceso de 
tutela, a saber, celeridad y carácter expedito, no implica un desconocimiento a los 
derechos fundamentales de quienes resulten accionados en este tipo de acciones 
constitucionales, pues a ellos deben también respetarse las garantías del debido 
proceso. 
 
En ese orden de ideas se debe recordar que, si bien dentro del trámite del desacato 
está en boga de discusión la protección del derecho fundamental del accionante, 
ello no es argumento para vulnerar los derechos fundamentales del accionado, por 
lo que el trámite incidental debe ser garantista de los derechos fundamentales de 
ambos extremos, pues en caso contrario se obraría en contra de la finalidad de la 
acción de tutela. 
 
Del Debido Proceso 
 
Cada actuación procesal que se desarrolla en nuestro país se debe ceñir a las 
formas propias de cada juicio, de conformidad con lo contemplado en el artículo 29 
de la Constitución Política.  
 
Por tal motivo, así ya se haya efectuado la consulta y la providencia se 
encuentre en firme, tal y como lo señala la H. Corte Suprema, el Juez tiene 
total competencia y es más, es su deber entrar a resolver la solicitud de 
inaplicación radicada, más aún cuando el fin del incidente de desacato no es 
la imposición de una sanción, contrario a la equivocada respuesta del aquí 
accionado el JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE 
CONTROL DE GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y 
JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE 
SANTANDER. 
 
3.6. RELEVANCIA CONSTITUCIONAL DEL ASUNTO QUE MOTIVA LA 

ACCIÓN DE TUTELA 
 
Dado que los principios son “máximas de optimización” es decir “normas que 
ordenen que algo sea realizado en la mayor medida posible dentro de las 
posibilidades jurídicas reales y existentes” el debido proceso como principio no se 
agota en las garantías que se enuncian taxativamente en el artículo 29 de la 
Constitución Política de Colombia, sino que supone un ideal de comportamiento, 
para las actuaciones judiciales y administrativas, en aras de propugnar un orden 
justo, en el que prime la legalidad y el sometimiento de las decisiones a la ley. 
 
La situación que se expone y sobre la que se fundamenta la presente acción de 
tutela, contraviene la garantía prevista en la carta política, pues los JUZGADO 
OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE 
CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL 
CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER, desconocieron el precedente 
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judicial establecido por las altas cortes, frente a la finalidad del Incidente de 
Desacato. 
 
3.7. VINCULACION DE LITISCONSORTE NECESARIO EN LAS ACCIONES 

DE TÚTELA Y LEGITIMACIÓN POR PASIVA 

Como se ha esbozado ampliamente el suscrito se encuentra en imposibilidad frente 
el cumplimiento de los fallos de tutela, reclamados por el JUZGADO OCTAVO 
PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE 
CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL 
CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER grado jurisdiccional de 
consulta, dado que el cumplimiento está en cabeza de la EPS receptora. 
 
En decir que la pretensión principal recae en cumplir la orden del fallo de tutela de 
fecha 11 de julio de 2019 y para ello el Juez en su buen proceder ordenar el 
cumplimiento en cabeza de COOSALUD EPS S.A. con recobro al SISTEMA DE 
SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD o en su defecto para que se haga parte del 
proceso de acreencias por el cual cursa SALUDVIDA EPS, la cual desde el 01 de 
enero de 2020 tomo la figura de litisconsorte necesario y frente a la cual la actuación 
no puede seguir hasta tanto se ordene su vinculación, se proceda a su notificación 
y se siga con el trámite ante esta entidad, generando como principal obligación el 
cumplimiento de la orden de tutela, así como entrega de todos los servicios de 
salud, dada la obligación que surgió con el traslado de los usuarios, resulta 
improcedente pretender el incumplimiento en cabeza de una entidad liquidada y 
que acaecida en los preceptos del decreto 2353 de 2015. Art. 33. 
 
Al ser la receptora, la responsable en el cumplimiento del fallo debe tenerse en 
cuenta: 
 

• La entidad se encuentra en liquidación forzosa desde el 01 de octubre de 
2019, dejando como efecto la perdida de habilitación para la prestación de 
servicios de salud 

• La receptora, por fuero de atracción toma la figura de garante de derecho y 
obligaciones de sus afiliados desde el 01 de enero de 2020 

• Resulta erróneo exigir el cumplimiento en cabeza de una entidad liquidada y 
terminada frente a su objeto principal que es la prestación de servicios de 
salud 

• La receptora, es quién a hoy recibe la obligación y los derechos frente a la 
UPC 
 

En auto de fecha 06 de mayo de 2020, el Juzgado Sexto Penal Municipal Con 
Funciones De Conocimiento De Bucaramanga, radicado 2016-00046 el cual retoma 
la figura aquí expuesta y desglosa en el caso de la Sra. Ana Felisa Nosa De Carreño 
contra SaludVida EPS, en donde se ordena la inaplicación de la sanción dado los 
preceptos del decreto 2353 de 2015. Art. 33. 
 
3.8. LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA 
 
Las sanciones impuestas afectan los Derechos Fundamentales del suscrito en 
calidad de representante legal de SALUDVIDA EPS en liquidación, entre otros 
rasgos relevantes, tal y como se demuestra con los argumentos expuestos en 
memoriales 26 de marzo de 2020, 03 de abril de 2020, 14 de abril de 2020, 16 de 
abril de 2020, 12 de mayo de 2020, 13 de julio de 2020, 27 de julio de 2020, 30 de 
julio de 2020, 18 de septiembre de 2020, una clara legitimación en la causa por 
activa como afectado por los aquí accionados, para promover la presente acción 



  

Página 32 de 39 
 

de tutela en defensa de mis derechos fundamentales para que el Estado garantice 
estos Derechos a través de la accionada y tome las medidas necesarias para su 
efectivo cumplimiento. 

 
3.9. DEL PERJUICIO IRREMEDIABLE 

 
Con lo anterior, queda evidenciado y comprobado que no existe otra defensa 
judicial efectiva diferente al urgente amparo constitucional de la tutela, pues sin 
perjuicio de la oportunidad legal de instaurar el medio. Toda vez que de 
materializarse la sanción de arresto y multa que se encuentra en las bases de datos 
de la Policía Nacional y de la oficina de Jurisdicción Coactiva del Consejo Superior 
de la Judicatura, se vulnera el derecho a la Libertad.  

 
Por todo lo anterior, se hace impostergable la intervención del Juez constitucional, 
con el fin de restaurar los derechos fundamentales conculcados con la irregular 
actuación por parte de los aquí accionados JUZGADO OCTAVO PENAL 
MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE CÚCUTA, 
NORTE DE SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE 
CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER. 
 
En efecto, con base en la situación fáctica y jurídica ya demostrada, los eventos 
que la jurisprudencia constitucional ha determinado como configuradores del 
concepto “perjuicio irremediable”6 se cumplen a cabalidad en el presente caso, 
dada la “la inminencia, que exige medidas inmediatas, la urgencia que tiene el 
sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inminente, y la gravedad de los 
hechos, que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo 
necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales 
fundamentales”. (Énfasis original).7  
 
De este modo, “La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la 
necesidad de considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, como 
mecanismo transitorio y como medida precautelativa para garantizar la protección 
de los derechos fundamentales que se lesionan o que se encuentran 
amenazados.”8 
 
3.10. DE LA FINANCIACIÓN Y PAGO DE LAS PRESTACIONES ECÓNOMICAS 

En concordancia de lo anterior, la Corte Constitucional en sentencia T-503 de 2016 
señaló que la responsabilidad de financiación y cobertura de las prestaciones 
económicas se adscriben no a un EPS específica, sino al mismo Sistema General 
de Seguridad Social en Salud como un todo, luego entonces, conforme a los 
principios de universalidad y solidaridad deben ser sufragados por cualquier EPS 
que para el caso de marras debe ser LA EPS RECEPTORA, así: 

“…11.15 En cuanto el argumento sostenido por el juez de instancia, sobre la 
imposibilidad de conceder el amparo porque la unidad prestadora del servicio 
de salud ya no existe, ello constituye un claro desconocimiento a la doctrina 
constitucional y a los principios que rigen el sistema general de seguridad 
social, que establecen que las cotizaciones que realizan los afiliados, son 
para la integralidad del Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
conforme a los principios de universalidad y solidaridad consagrados 

                                                      
6 Cfr. Corte Constitucional, entre tantas, las sentencias T-142 de 1995, T-131 A de 1996, T-743 de 2002, T-596 de 
2001, T-215 de 2000 y T-343 de 2001. 
7 Corte Constitucional, sentencia T-225 de 1993. 
8 Id. 
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por la Ley 100 de 1993, no para una determinada EPS (Subraya fuera del 
texto) 

Bajo la misma línea de intelección, la normatividad vigente estableció quienes 
serían los integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
asignando unos organismos de “Dirección, Vigilancia y Control”, los cuales 
reposan en cabeza del: Ministerio de Salud y Protección Social y la 
Superintendencia Nacional de Salud. Así mismo, se determinó cuáles serían los 
organismos de administración y financiación, dejando en cabeza la administración 
del SGSSS a las Entidades Promotoras de Salud – EPS y a las Direcciones 
Seccionales, Distritales y Locales de Salud, y la financiación del mismo a los entes 
territoriales  para el caso de régimen Subsidiado y de ADRES para aquellos 
afiliados al régimen Contributivo. 

 
Ahora bien, la Circular ADRES 1 de 2017 y el artículo 218 y 219 de la Ley 100 de 
1993 dentro del Sistema General de Seguridad Social de Salud, instituyó al 
ADRES como una entidad de naturaleza especial adscrita al Ministerio de Salud 
y de la Protección Social, quien tendrá a su cargo las subcuentas de 
compensación interna del régimen Contributivo, en los siguientes términos: 
 

'ARTÍCULO 66. DEL MANEJO UNIFICADO DE LOS RECURSOS 
DESTINADOS A LA FINANCIACIÓN DEL SISTEMA GENERAL DE 
SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD (SGSSS). Con el fin de garantizar el 
adecuado flujo y los respectivos controles de recursos del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, créase una entidad de naturaleza especial 
del nivel descentralizado del orden nacional asimilada a una empresa 
industrial y comercial del Estado que se denominará Entidad 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud (SGSSS). La Entidad hará parte del SGSSS y estará adscrita 
al Ministerio de Salud y Protección Social (MSPS), con personería jurídica, 
autonomía administrativa y financiera y patrimonio independiente. 
 
(..) “ARTICULO 219. ESTRUCTURA DEL FONDO. El Fondo tendrá las 
siguientes subcuentas independientes:  
 
a) De compensación interna del régimen contributivo;  
b) De solidaridad del régimen de subsidios en salud;  
c) De promoción de la salud;  
d) Del seguro de riesgos catastróficos y accidentes de tránsito, según el 
artículo 167 de esta Ley.” 

 
Por ello, frente a la función financiadora que le compete al ADRES a través de las  
ya referidas cuentas, se tiene que conforme a la luz de la normativa vigente, las 
prestaciones económicas reclamadas en el presente caso son financiadas dentro 
del proceso de compensación que ADRES gira a aquellas EPS debidamente 
habilitadas para prestar servicios, tal como se encuentra reglado en el artículo 2º 
del Decreto 2280 de 2004 que señala: 

 
“Artículo 2°. Proceso de compensación. Se entiende por compensación 
el proceso mediante el cual se descuentan de las cotizaciones 
recaudadas íntegramente e identificadas plenamente por las Entidades 
Promotoras de Salud, EPS, y demás entidades obligadas a compensar, 
EOC, para cada período mensual, los recursos destinados a financiar 
las actividades de promoción y prevención, los de solidaridad del régimen 
de subsidios en salud y los recursos que el sistema reconoce a las EPS 
y demás EOC por concepto de unidades de pago por capitación, UPC, así 
como los reconocidos para financiar el per cápita de las actividades de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1753_2015_pr001.html#66
file:///C:/senado/basedoc/ley/1993/ley_0100_1993_pr005.html%23167%23_blank
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promoción y prevención, incapacidades por enfermedad general y 
licencias de maternidad y paternidad. 
 
Como resultado de lo anterior, los recursos provenientes del superávit 
de las cotizaciones recaudadas se giran o trasladan por las EPS y EOC 
a las respectivas Subcuentas del Fosyga y este, a su vez, gira o traslada 
a las cuentas de las EPS y EOC las sumas que resulten a su favor.” 
(Negrilla y subraya fuera del texto). 

 
Luego, solo la EPS RECEPTORA recibió dentro del proceso de compensación el 
valor correspondiente a financiar y cubrir el pago de las prestaciones económicas, 
luego es ADRES a través de la EPS RECEPTORA quien debe financiar y 
reconocer la prestación económica deprecada, tal como se ha reseñado en 
múltiples antecedentes jurisprudenciales9 Y COMOQUIERA QUE SALUDVIDA 
EPS EN LIQUIDACIÓN no recibe actualmente rubro alguno por parte del ente 
ADMINISTRADOR para cubrir dichas obligaciones. 
 

3.11. En conclusión  es ADRES el responsable de la financiación de los recursos 
que el SGSSS reconoce a la EPS para cubrir las “PRESTACIONES 
ECONÓMICAS”, en lo que respecta a aquellos reclamantes que cumplen 
con los requisitos legales para acceder al reconocimiento y pago,  para que 
posteriormente, dicha entidad gire  a las Entidades Promotoras de Salud 
debidamente habilitadas mediante el proceso de compensación o en su 
defecto a través del proceso de recobros los valores reconocidos por estos 
conceptos a los afiliados. 

  
 

IV. SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL 

 
Solicito a su Honorable despacho tener en cuenta la inminente, irreparable y actual 
afectación que se está ocasionando a mis derechos fundamentales a la libertad 
individual, igualdad, autonomía, debido proceso, derecho al buen nombre, igualdad 
y patrimonio individual, toda vez que los JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL 
CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE 
SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, 
NORTE DE SANTANDER, a la fecha: 
 

• El de conocimiento EXPEDIÓ OFICIO DE ARRESTO, para que se hiciera 
efectivo el arresto en mi contra. Situación que se agrava de la pandemia 
mundial que estamos viviendo ya que si me aprehenden podría 
contagiarme y ya soy un hombre de la tercera edad que hace parte de 
la población vulnerable y YA LIBRARON OFICIOS DE ARRESTO EN MI 
CONTRA Y ORDENARON LA COMPULSA A LA FISCALIA. 
 

                                                      
9 Sentencia de tutela No. 2020-00088-02 Juzgado Promiscuo Municipal del Circuito: 

Es necesario advertir que la doctrina constitucional y los principios que rigen el sistema general de 

seguridad social, establecen que las cotizaciones que realizan los afiliados, son para la integralidad 

del Sistema General de Seguridad Social en Salud, conforme a los principios de universalidad y 

solidaridad consagrados por la Ley 100 de 1993, no para una determinada EPS. En este sentido, 

la suerte que corran las entidades prestadoras de salud, no puede servir como excusa para denegar 

la prestación de los servicios, pues los obligados no son agentes individualmente considerados, sino lo 

es el sistema como un todo. 
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• Insisten, en mantener vigentes las sanciones impuestas en autos de fecha 
20 de marzo de 2020, confirmada en auto de fecha 27 de marzo de 2020. 

• Sin tomar en cuenta los múltiples requerimientos, realizados al Juzgado de 
conocimiento y que por cuenta del grado jurisdiccional de consulta fueron de 
conocimiento del Juzgado Octavo Penal Municipal con Función de Control 
de Garantías de Cúcuta, Norte de Santander a la fecha, existe inobservancia 
frente a los escritos de 26 de marzo de 2020, 03 de abril de 2020, 14 de abril 
de 2020, 16 de abril de 2020, 12 de mayo de 2020, 13 de julio de 2020, 27 
de julio de 2020, 30 de julio de 2020, 18 de septiembre de 2020, que esbozan 
argumentos que a la postre muestran que la sanción debe ser inaplicada. 

• La pretensión reclamada en acción de tutela reclama, prestaciones 
económicas que deben ser sometidas a proceso de acreencias y que por 
cuenta de la administración de recursos pagados por la EPS receptora 
COOSALUD EPS S.A. 

• La permanencia de las sanciones impuestas configuran una inminente 
amenaza, en tanto que funcionarios de la Policía Nacional me busquen en 
mi residencia o en la calle para ser aprehendido y dirigido a las instalaciones 
de dicha Institución, aunado a lo anterior, al riesgo latente de ser 
embargados y secuestrados los bienes muebles e inmuebles (incluyendo 
salario mínimo vital) que conforman mi patrimonio individual (derecho 
fundamental sentencia T- 553-1993)  cuando se denota la falta de diligencia 
y debido proceso para resolver las solicitudes de inaplicación. 

Por lo anterior, solicito respetuosamente se sirva DECRETAR como medida 
provisional la SUSPENSIÓN de los efectos de las sanciones impuestas en mi 
contra mediante autos de fecha 20 de marzo de 2020 y 27 de marzo de 2020 e 
informar de ello a la DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL 
DE LA POLICIA NACIONAL, a la OFICINA DE COBRO COACTIVO DE LA DESAJ 
y a la FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN en caso de que se hayan compulsado 
copias por el Delito de Fraude a Resolución Judicial, a fin de que las descarguen 
de su sistema hasta que el referido Despacho Judicial emita un pronunciamiento 
con base en las pruebas aportadas. 
 
La protección provisional es solicitada durante el trámite de esta tutela y hasta que 
el Juzgado Octavo Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Cúcuta, 
Norte de Santander – COOSALUD EPS S.A. decrete, alineados se allane al trámite 
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de pago de las prestaciones económicas de la EPS en liquidación y de la situación 
coyuntural que enfrenta el país y por el cual hasta el momento se encuentran 
suspendidos los términos para recibir y auditar acreencias. 
 
La Corte Constitucional, para conceder la medida provisional de que trata el art. 7 
del Decreto 2591 de 1991, se debe verificar el cumplimiento de los siguientes 
requisitos:  
  

1. Que la medida resulte necesaria para evitar que la amenaza contra el 
derecho fundamental se convierta en una violación o;  
 
2. Que, habiéndose constatado la existencia de una violación, estas sean 
necesarias para precaver que la violación se torne más gravosa.10 

 
En el mismo sentido, el Juzgado Primero Civil del Circuito de Popayán el 19 de 
diciembre de 2019 decretó la medida provisional de SUSPENSIÓN DE LA 
APLICACIÓN DE LAS SANCIONES IMPUESTAS por el Juzgado Primero Civil 
Municipal al encontrar amenazados derechos fundamentales, así: 
 

“De conformidad con lo establecido en el Artículo 7º del Decreto 2591, por 
considerarse NECESARIO Y URGENTE para proteger el Derecho Constitucional 
Fundamental a la libertad, el cual se puede ver eventualmente vulnerado a la 
accionante, se DISPONE conceder la solicitada MEDIDA PROVISIONAL 
consistente en que el Juzgado Primero Civil Municipal de Popayán, de 
manera INMEDIATA a la notificación de la presente providencia, suspenda 
la aplicación de las sanciones impuestas a la señora Claudia Lorena Reyes 
Giraldo por dicho despacho dentro del incidente de desacato promovido por el 
señor Marino urbano Cruz, cuyo radicado es el No. 190014003001201700063, y 
comunicadas a la Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL mediante 
oficios 4743 y 3427 del veintiuno de noviembre y veintinueve de agosto del año 
que correo, respectivamente, de lo cual deberá informar a la aludida Dirección 
de Investigación Criminal e Interpol de la Policía Nacional por el medio más 
expédito para que se descarguen de su sistema las órdenes de arresto en su 
contra, hasta tanto se resuelva de fondo la presente acción” ( negritas por fuera 
del texto). 

 

Por lo anterior, ruego a su H. Despacho sea decretada como medida provisional la 
suspensión de la  sanción impuesta en mi contra mediante auto del 20 de marzo de 
2020 y confirmada en auto de fecha 27 de marzo de 2020  proferidos por los 
JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 
GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO 
PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER, en la medida que 
las órdenes de arresto y multa notificadas por ese Despacho Judicial a la 
DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL DE LA POLICIA 
NACIONAL Y A LA OFICINA DE COBRO COACTIVO  DE LA DESAJ vulneran mis 
derechos fundamentales a la libertad y autonomía, debido proceso constitucional, 
buen nombre, patrimonio individual, entre otros. 
 
 
 
 
 

                                                      

10 Ver entre otros, los autos A-040A de 2001 MP: Eduardo Montealegre Lynett; A-049 de 1995 MP: Carlos Gaviria 
Díaz; A-041A de 1995 MP: Alejandro Martínez Caballero, y; A-031 de 1995 MP: Carlos Gaviria Díaz. 
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V. PETICIONES 
 

PRIMERO: AMPARAR mis derechos fundamentales la libertad individual y 
autonomía, igualdad, debido proceso, derecho al buen nombre, y al patrimonio 
individual. 
 
SEGUNDO: DECRETAR la MEDIDA PROVISIONAL DE SUSPENSIÓN de la 
sanción impuestas en mi contra mediante auto del 20 de marzo de 2020 proferidos 
por el JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE 
GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO 
PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER, hasta que se 
resuelva de manera motivada y de fondo las solicitudes de INAPLICACIÓN. 
 
TERCERO: ORDENAR al JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON 
FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE 
SANTANDER Y JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, 
NORTE DE SANTANDER, INAPLICAR las sanciones impuestas mediante auto del 
20 de marzo de 2020, atendiendo a los antecedes jurisprudenciales, ante la 
imposibilidad en la que se encuentra la liquidación para pagar prestaciones y se le 
ordene a la EPS receptora el pago de la prestación y posterior se surta el proceso 
de acreencias por parte de ésta. 
 
CUARTO: ORDENAR al JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN 
DE CONTROL DE GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y 
JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE 
SANTANDER la vinculación a la EPS RECEPTORA NUEVA EPS S.A. y se ordene 
el pago a ésta de la prestación económica reclamada. 
 
QUINTO: NOTIFICAR a la DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E 
INTERPOL DE LA POLICIA NACIONAL, a la OFICINA DE COBRO COACTIVO DE 
LA DESAJ y a  la FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN por el delito de FRAUDE 
A RESOLUCIÓN JUDICIAL, de la suspensión de las sanciones impuestas y 
ordenar que así lo registren en sus bases de datos de manera que dichas sanciones 
no aparezcan vigentes hasta que el Despacho Judicial  realice una adecuada 
valoración probatoria, se armonice con el precedente jurisprudencial y revoque las 
sanciones. 
 
PETICIÓN ESPECIAL 

 
Que, en el hipotético caso de negarse la presente acción de tutela, se MANTENGA 
incólume la medida provisional hasta tanto se decida la impugnación en el evento 
de llegarse a formular.  
 
PETICIÓN SUBISIDIARIA 
 
Que en caso de desestimar la inaplicación de las sanciones se ordene suspender 
la ejecución de cualquier incidente o sanción impuesta contra el suscrito o 
funcionario de la EPS, hasta que se radiqué por parte de Jailiny Quintero Mayorga 
la reclamación en el proceso de acreencias. 
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VI. MANIFESTACION JURAMENTADA 

Manifiesto señor Juez, que no he presentado similar acción por los mismos hechos 
y derechos invocados en la presente acción de tutela. 
 

VII. COMPETENCIA 

De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 1983 de 2017 Por el cual se 
modifican los artículos 2.2.3.1.2.1, 2.2.3.1.2.4, 2.2.3.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015 
y el Decreto 1382 de 2000, es usted competente para conocer y resolver el debate 
propuesto mediante el presente escrito de acción de tutela. 
 

VIII. PRUEBAS 

8.1. OFICIOS 
 
Se oficie al JUZGADO OCTAVO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE 
CONTROL DE GARANTÍAS DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER Y JUZGADO 
SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, NORTE DE SANTANDER para 
que remita en su totalidad todos los cuadernos, incluido el incidente de desacato 
de la acción de tutela No. 2019-00238-00. 
 
8.2. APORTADAS: 
 

 

• Solicitudes de inaplicación de sanción radicadas ante los Despachos. 
 

• Resolución 8896 del 1 de octubre de 2019 que ordenó la intervención y 
liquidación de SaludVida EPS en liquidación. 
 

• Circular Externa 00045 del 31 de diciembre de 2019 por medio de la cual se 
trasladaron los afiliados a otras EPS. 
 

• Comunicado No. 20 por medio del cual se informa la suspensión de recepción y 
estudio de acreencias. 
 

• Comunicado No. 23 por medio del cual se informa la reanudación de términos 
para prestar acreencias. 
 

• Resolución No 008 del 31 de agosto de 2020 “ Por medio de la cual se dispone 
el cierre del periodo para recepción de reclamaciones oportunas y el traslado de 
los créditos reclamados de manera oportuna dentro del proceso de liquidación 
de saludvida S.A. E.P.S. en liquidación. 
 

• Copia Fallo proferido el día 19 de agosto de 2020 por el TRIBUNAL SUPERIOR 
DISTRITO JUDICIAL DE SINCELEJO- SALA CIVIL FAMILIA LABORAL de 
Sincelejo Sentencia T-2020-056 – Tutela 70-001-22-14-000-2020-00091-00, en 
el que dejó sin efectos sanción y se concede tutela por vía de hecho. 
 

• Copia Providencia del 12 de Agosto de 2020 proferida por el TRIBUNAL 
SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL SALA CIVIL FAMILIA IBAGUE- tutela por 
vía de hecho 2020-00182, en la que se resolvió INAPLICAR SANCION. 
 

• Fallo de primera instancia del 22 de julio de 2020 proferida por el TRIBUNAL 
SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL SALA CIVIL FAMILIA LABORAL- SAN 
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GIL- tutela por vía de hecho 2020-00034 en la que se inaplicó sanción al 
demostrarse vulneración debido proceso en favor del suscrito. 
 

• Providencia del 8 de julio de 2020 proferida por el TRIBUNAL SUPERIOR DEL 
DISTRITO JUDICIAL DE CÚCUTA- SALA FAMILIA - tutela por vía de hecho 
2020- 0108, en la que se ordenó DEJAR SIN EFECTO LAS SANCIÓNES. 
 
 

IX. NOTIFICACIONES 
 
La EPS recibirá notificaciones legales en el buzón electrónico 
notificacioneslegales@saludvidaeps.com  
 
 

Respetuosamente, 
 
 
 
 
 
 
 

DARIO LAGUADO MONSALVE 
Liquidador 

 
Proyectó: Margie Moreno 
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